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INfORME ANUAL DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO

DE LA organización DE LOS ESTADOS AMERICANOS

2008
I.  ANTECEDENTES


A. Creación del Tribunal

      
La Asamblea General de la OEA,  en ocasión de su primer período ordinario de sesiones, celebrado en San José, Costa Rica, aprobó en su novena sesión plenaria de fecha 22 de abril de 1971 la resolución de AG/RES. 35 (I-O/71)
/, en la que dispuso:

1. Crear el Tribunal Administrativo de la Organización de los Estados Americanos (en adelante el “Tribunal”).

2. Facultar al Consejo Permanente de la Organización de los Estados Americanos para que, teniendo en cuenta el proyecto preparado por la Secretaría General y cualesquiera proposiciones que presenten los gobiernos de los Estados miembros, adopte el estatuto correspondiente y constituya dicho tribunal dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de clausura del presente período de sesiones.

B. Estatuto y Reglamento 

      
El Consejo Permanente de la OEA, en cumplimiento del mandato conferido en el párrafo precedente, adoptó mediante resolución CP/RES. 48 (48/71), del 16 de julio de 1971, el Estatuto del Tribunal Administrativo de la Organización de los Estados Americanos (en adelante el “Estatuto”).

     
El 16 de septiembre de 1971, el Consejo Permanente de la OEA eligió a los primeros Miembros del Tribunal.



Posteriormente, con fecha 1 de mayo de 1974, la Asamblea General de la OEA durante su cuarto período ordinario de sesiones, celebrado en Atlanta, Georgia, aprobó la resolución AG/RES. 158 (IV-O/74)
/, en la que encomendó al Tribunal la preparación de un proyecto de reformas a su Estatuto.  Atendiendo el encargo conferido, el Tribunal elaboró un proyecto, el mismo que fue aprobado por el Consejo Permanente de la OEA mediante Resolución CP/RES. 142 (158/75).

      
En octubre de 1979,  la Asamblea General de la OEA, en su noveno período ordinario de sesiones, celebrado en la ciudad de la Paz, Bolivia, aprobó la resolución AG/RES. 414 (IX-O/79), que modificó el artículo III, párrafo 3, del Estatuto.  Dicho párrafo confirmó la duración del mandato de los miembros del Tribunal por un período de seis años, disponiéndose que estos pudieran ser reelegidos por una sola vez.

      
Finalmente, en 1997, la Asamblea General de la OEA reunida en Lima, Perú, aprobó las enmiendas al Estatuto, mediante Resolución AG/RES.1526 (XXVII-O/97).

Por su parte, el Reglamento del Tribunal Administrativo (en adelante el “Reglamento”),  fue aprobado el 24 de octubre de 1975 por los miembros del Tribunal; habiendo sido modificado el 20 de noviembre de 2000, mediante Resolución No. 340 y el 5 de octubre de 2005 mediante Resolución No. 353.


C. Elección de los primeros miembros del Tribunal

      
Como se indica en el rubro precedente, el Consejo Permanente de la OEA, de conformidad con la primera disposición transitoria del Estatuto
/, eligió, el 16 de septiembre de 1971, a los primeros miembros del Tribunal y determinó por sorteo sus respectivos mandatos, quedando integrado en la siguiente forma:


Titulares:

· Lic. Juan Bautista Climent Beltrán (México)

· Dr. Mozart Víctor Russomano (Brasil)

· Dr. Carlos Giambruno (Uruguay)

Suplentes:

· Dr. Carlos Alberto Pigretti (Argentina)

· Dr. John Luis Antonio Passalacqua (Estados Unidos)

· Lic. Ronaldo Porta España (Guatemala)


D. Instalación del Tribunal

      
El 24 de enero de 1972, en sesión solemne presidida por el Presidente del Consejo Permanente de la OEA y   con asistencia de los demás miembros del mismo, del Secretario General y el Secretario General Adjunto, altos funcionarios de la Secretaría General de la OEA, miembros del Comité de Personal y otros invitados especiales, se llevó a cabo la instalación del Tribunal con la presencia de todos sus miembros.

E. Competencia del Tribunal
       
El Tribunal, conforme su Estatuto, tiene competencia para “conocer de los casos en que miembros del personal de la Secretaría General de la OEA aleguen incumplimiento de las condiciones establecidas en sus respectivos nombramientos o contratos o infracciones de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General y demás disposiciones aplicables, inclusive las relativas al Plan de Jubilaciones y Pensiones de la Secretaría General”
/.  

     
Por otra parte, vale destacar que la competencia del Tribunal puede ser extendida a “cualquier organismo especializado interamericano de la Organización de los Estados Americanos, según se definen en la Carta de la Organización,  así como cualquier entidad intergubernamental americana interesada, conforme a los términos que se establezcan en acuerdo especial que, a esos efectos, celebre el Secretario General con cada uno de tales organismos especializados o entidades intergubernamentales”
/.

El 18 de febrero de 1976 se suscribió un Acuerdo Especial para hacer extensiva la       Competencia del Tribunal al Instituto Interamericano de Ciencias Agrícolas (en adelante “IICA”).


F. Principios generales  

      
El Tribunal es un órgano de la Organización, y se rige por los siguientes principios y disposiciones  previstas en su Estatuto
/:

1. Como órgano supremo de la Organización, la Asamblea General de la OEA tiene la autoridad final para determinar el alcance y significado de sus propias resoluciones al ser aplicables; 

2. El Tribunal Administrativo, como todos los órganos de la Organización, se encuentra subordinado a la Asamblea General de la OEA;

3. La función del Tribunal Administrativo es conocer las controversias que se presenten entre la Secretaría General de la OEA y los funcionarios de esa Secretaría vinculadas con la relación laboral;

4. La determinación de la política general de sueldos del personal de la Secretaría General de la OEA es responsabilidad y facultad exclusivas de la Asamblea General de la OEA y ésta no ha delegado esa autoridad a ninguno de sus órganos;

5. La resolución de cualquier controversia que involucre a los miembros del personal de la Secretaría General de la OEA, la legislación interna de la Organización deberá prevalecer sobre los principios generales del derecho laboral y sobre el derecho de los Estados miembros; y, dentro de la legislación interna de la Organización.  La Carta de la Organización es el instrumento de más alta jerarquía legal, seguido por las resoluciones de la Asamblea General de la OEA, las resoluciones del Consejo Permanente de la OEA y, finalmente, por los diferentes órganos establecidos en la Carta, cada uno actuando dentro de su propia esfera de competencia;

6. Cualquier decisión de los órganos subordinados de la Asamblea General de la OEA que viole los principios generales establecidos en esta resolución será considerada ultra vires y no obligará a la Organización, a la Secretaría General de la OEA, a su personal o a los Estados Miembros.

II.  INFORMACIÓN GENERAL


A. Conformación del Tribunal


De acuerdo con el artículo III del Estatuto, el Tribunal esta conformado por seis Miembros elegidos por la Asamblea General de la OEA, con mandatos por períodos de seis años y reelegibles en una oportunidad.  La rotación de los miembros se efectúa con la finalidad de que la Asamblea General de la OEA elija cada año un miembro distinto para el Tribunal.

      
El Tribunal está actualmente integrado por los siguientes miembros:

· Juez Alma Montenegro de Fletcher , Presidenta (Panamá) 

· Juez Lionel Alain Dupuis, Vicepresidente (Canadá) 

· Juez Andre M. Surena (Estados Unidos)

· Juez Héctor Enrique Arce Zaconeta (Bolivia)

· Juez Homero Máximo Bibiloni (Argentina)

· Juez Albert N. J. Matthew (Dominica)

B. Secretaría del Tribunal

      
El Secretario General de la OEA, con base en el artículo 4 del Reglamento, designó, a partir del 1 de enero del 2003, a Reinaldo Rodríguez Gallad, Oficial Jurídico Principal, como Secretario del Tribunal Administrativo. El Secretario del Tribunal se desempeña igualmente como Oficial Jurídico Principal en la Secretaría de Asuntos Jurídicos.

La Secretaría del Tribunal contó con los servicios de Mercedes Carrillo Zamora, asistente del Tribunal Administrativo desde el 1 de junio de 2007 hasta el 15 de diciembre de 2008, y con los servicios de Eduardo Parada como consultor desde enero hasta julio de 2008.

Los miembros del Tribunal dejan constancia de su reconocimiento a la labor desempeñada por la consultora Mercedes Carrillo Zamora.

C. Presentación del informe anual del 2007 
El informe anual del Tribunal Administrativo correspondiente al año 2007 fue presentado por su Secretario ante la Comisión General del  Consejo Permanente de la OEA en su sesión el 23 de abril de 2008. En dicha ocasión el Consejo Permanente agradeció al Tribunal Administrativo por la presentación a tiempo y en forma del Informe Anual, y acogió las recomendaciones sugeridas en el informe acordando someterlas a consideración de la Asamblea durante su trigésimo octavo periodo ordinario de sesiones.

En la misma fecha, algunas delegaciones hicieron propicia la oportunidad para manifestar sus observaciones respecto al contenido del informe, destacando entre otros aspectos, la determinación del Tribunal en propiciar un diálogo permanente de cooperación con los demás órganos, organismos y entidades de la Organización; así como la valiosa iniciativa en sostener periódicamente reuniones conjuntas con Tribunales Administrativos de otras organizaciones  internacionales. 

III.  ASAMBLEA GENERAL DE LA OEA


A. Trigésimo octavo período ordinario de sesiones

Con ocasión al trigésimo octavo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA, celebrado en Medellín, Colombia del 1 al 3 de Junio de 2008, el Tribunal Administrativo estuvo representado por su Secretario, Sr. Reinaldo Rodríguez Gallad, Oficial Jurídico Principal, quien a su vez se desempeñó como Secretario del plenario de la Asamblea General.
1. Resoluciones adoptadas por la Asamblea General


La Asamblea General en su trigésimo octavo período ordinario de sesiones, mediante resolución AG/RES. 2437 (XXXVIII-O/08),  fijó en US$ 150 diarios los honorarios de los miembros del Tribunal Administrativo (Capítulo II.B.14 de la parte Resolutiva).
2. Elección de Miembro del Tribunal  
La Asamblea General de la OEA, en su cuarta sesión plenaria celebrada el 3 de junio de 2008 eligió por aclamación a la Sra. Suzie d’Auvergne de Santa Lucía, como Juez del Tribunal Administrativo para el período 2009-2014 (AG/doc.4887/08).  

B. Trigésimo sexto período extraordinario de sesiones 

La Resolución AG/RES. 1 (XXXVI-E/08) del 30 de septiembre de 2008 en su sección I.2.3-32C, asigna al Tribunal Administrativo de la OEA y su Secretaría para su funcionamiento en el año 2009,  la cantidad de 201,4 (US$1.000).


C. Trigésimo noveno período ordinario de sesiones

1.
Informe anual de 2008

La Asamblea General de la OEA, en ocasión de su trigésimo noveno período ordinario de sesiones, a celebrarse en la ciudad de San Pedro de Sula, Honduras, en junio de 2009, deberá considerar las observaciones y recomendaciones que sobre el presente informe hiciere el Consejo Permanente de la OEA de conformidad con lo establecido en el Artículo 91 f) de la Carta de la OEA.  

2.
Elección de un Miembro del Tribunal

La Asamblea General de la OEA, durante el citado período, deberá proceder a la elección de un miembro del Tribunal, para llenar la vacante que se producirá al término del mandato de la Juez Alma Montenegro de Fletcher (Panamá). La Juez Alma Montenegro fue elegida por aclamación durante la cuarta sesión plenaria del trigésimo tercer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, celebrada el 10 de junio de 2003, para suplir la vacante que se produjo luego de la terminación del mandato de la Juez Rosa Montalvo Cabrera de Perú. 

A fin de elegir al nuevo miembro del Tribunal, la Asamblea General de la OEA deberá tener en cuenta lo pautado en el artículo III.2 del Estatuto en cuanto señala que “cada miembro deberá ser nacional de un Estado miembro de la OEA, no podrán ser miembros, dos nacionales del mismo país de origen.  Todos los miembros deberán ser abogados con experiencia, profesores de derecho o jueces de profesión y servirán estrictamente a título personal”.

      
De la misma manera, el artículo 1 del Reglamento establece que “no pueden ser miembros del Tribunal: los representantes permanentes de los Estados Miembros en los órganos, organismos o entidades de la Organización; las personas que integren en forma permanente tales cuerpos por cualquier otro concepto y los miembros de la Secretaría General.”

     
Es importante destacar que el Miembro electo por la Asamblea General de la OEA en su trigésimo noveno período ordinario de sesiones iniciará las funciones inherentes a su cargo a partir del 1 de Enero del 2010 por un período de seis años consecutivos.

Por último, es menester señalar que el procedimiento de elección de un Miembro del Tribunal ante la Asamblea General de la OEA está previsto en el Anexo II del Reglamento de la Asamblea General de la OEA.
IV.  DESARROLLO DE ACTIVIDADES DURANTE EL AÑO 2008 

A. Sustanciación del Recurso 287.

El Recurso 287 “Juan Kassar v. Secretario General de la OEA”, interpuesto en octubre de 2007, abarcó una variedad de situaciones todas derivadas de un mismo acontecimiento, la evaluación negativa que se le concediera al recurrente el cual, tras haber acumulado una trayectoria de 9 años de rendimiento satisfactorio como técnico de biblioteca dentro de la Biblioteca Colón Organización, obtuvo una evaluación de desempeño negativa por el trabajo realizado durante el año 2006.  


La sentencia 154 que puso fin a este Recurso ha sido publicada al inglés y al español en la página Web del Tribunal Administrativo de la OEA, y se encuentra a disposición del público en la Biblioteca Colón de la Organización. Se anexa al presente informe la referida sentencia (Anexo I).


B. LVI período ordinario de sesiones del Tribunal Administrativo.
En virtud del encuentro llevado a cabo entre los miembros del Tribunal Administrativo en junio de 2007, con ocasión a la celebración de su LV período ordinario de sesiones, surgió la iniciativa de parte de la Juez Alma Montenegro, para entonces Vicepresidenta, de proponer, con motivo de su próximo nombramiento como Presidenta del Tribunal, que el LVI Período Ordinario de Sesiones del Tribunal Administrativo fuese realizado en la ciudad de Panamá. 

Dicha iniciativa fue acogida con beneplácito por la Misión Permanente de Panamá ante la Organización de Estados Americanos, toda vez que mediante comunicación de su Embajador Permanente Arístides Royo de fecha 25 de septiembre de 2007, el Gobierno de Panamá reitera su ofrecimiento para que dicho país fuese sede del LVI Período Ordinario de Sesiones del Tribunal Administrativo a realizarse en el año 2008.


En virtud de lo anterior el Tribunal Administrativo de la OEA, aceptando la grata invitación del Gobierno de Panamá, celebró su LVI período de sesiones en la ciudad de Panamá siendo la primera vez que dicho órgano se reúne fuera de la sede de la Secretaría General de la OEA en Washington DC.

Este período de sesiones fue realizado del 9 al 11 de abril de 2008 en el Salón Los Próceres de la Cancillería panameña, y el mismo contó con la asistencia de los siguientes miembros del Tribunal:

· Juez Alma Montenegro de Fletcher, Presidenta

· Juez Albert N. J. Matthew

· Juez Andre Surena

· Juez Héctor Enrique Arce Zaconeta

· Juez Homero Máximo Bibiloni

Durante la primera sesión se llevó a cabo la juramentación del Juez Homero M. Bibiloni de Argentina quien a consecuencia de la vacante que se originó a la terminación del mandato del Juez Agustín Gordillo, fue designado miembro del Tribunal Administrativo de la OEA por el período comprendido entre el 1 de enero de 2008 hasta el 31 de diciembre de 2013.


En este período de sesiones todas las sesiones de trabajo fueron presididas por la Juez Alma Montenegro de Fletcher, Presidenta del Tribunal Administrativo.


B.1. Celebración de audiencias públicas y debate oral (Recurso 287).

La actividad principal del LVI período ordinario de sesiones recayó sobre la consideración del Recurso 287 “Juan Kassar v. Secretario General de la OEA”. 

Durante el primer día del LVI período ordinario de sesiones los Jueces, reunidos desde Panamá, recibieron el testimonio oral mediante videoconferencia de los testigos llamados a intervenir en el Recurso 287, quienes rindieron su declaración desde Washington D.C.
Culminadas las audiencias se efectuó durante el segundo día de la reunión el correspondiente debate oral del caso en el cual las partes recurrente y recurrida presentaron sus observaciones finales de conformidad con lo pautado en el artículo 39 del Reglamento del Tribunal Administrativo. 

Para la realización de las audiencias y del debate oral mediante videoconferencia, se utilizó el sistema ISDN provisto por el Departamento de Información y Tecnología de la OEA (DOITS), el cual resulto de una calidad altamente satisfactoria en cuanto a la rapidez de transmisión, nitidez de imagen e intensidad del sonido.


Posteriormente, habiéndose cumplido las etapas procesales del Recurso 287, los Jueces del Tribunal dieron inicio a las sesiones de deliberación del caso, las cuales concluyeron con la aprobación y firma de la Sentencia 154 que puso fin a este Recurso. 
B.2. 
Presentación del Anteproyecto de Enmienda del Reglamento del Tribunal Administrativo de la OEA.

Teniendo en cuenta que en el LIII período ordinario de sesiones, los miembros del Tribunal Administrativo reconocieron la necesidad de enmendar algunas disposiciones tanto del Estatuto como del Reglamento del Tribunal Administrativo atendiendo a razones de economía y celeridad procesal, el Secretario  del Tribunal Administrativo, Sr. Reinaldo Rodríguez,  hizo propicia la celebración del LVI período ordinario de sesiones para presentar a los miembros del Tribunal durante la sexta sesión de trabajo del día 11 de abril de 2008, un bosquejo preliminar con las principales modificaciones propuestas al Reglamento del Tribunal Administrativo.


El Secretario del Tribunal, además de señalar los cambios sugeridos, explicó con detenimiento las razones que justifican una enmienda reglamentaria haciendo énfasis en la necesidad de procurar un nuevo instrumento normativo que beneficie tanto a la Organización como a sus trabajadores al contemplar un procedimiento más flexible, expedito y de mayor simplicidad que el procedimiento actual. 

B.3. Resoluciones adoptadas durante el LVI período ordinario de sesiones. 

B.3.1 
Resolución 358, Presentación del Anteproyecto de Enmienda al Reglamento del Tribunal Administrativo.
Luego de discutido el bosquejo preliminar de enmienda al Reglamento del Tribunal Administrativo presentado por la Secretaría, los miembros del Tribunal emitieron la Resolución 358 mediante la cual acordaron la discusión y subsiguiente aprobación del referido anteproyecto de enmienda durante la celebración del próximo período ordinario de sesiones.


B.3.2 Resolución 359,  Voto de agradecimiento al Gobierno de Panamá.
Mediante esta Resolución los miembros del Tribunal procuraron felicitar y agradecer a la  Juez Alma Montenegro de Fletcher, Presidenta del Tribunal Administrativo de la OEA y al Embajador Arístides Royo, Representante Permanente de la República de Panamá ante la OEA, por su valiosa iniciativa en ofrecer la sede para la celebración del LVI período ordinario de sesiones de Tribunal Administrativo de la Organización de los Estados Americanos en la ciudad de Panamá. 

Del mismo modo, los miembros del Tribunal manifestaron su agradecimiento al pueblo y al Ministerio de Relaciones Exteriores de Panamá por su cálida hospitalidad y valiosa contribución logística durante el desarrollo de la reunión.
B.3.3 Resolución 360, Inadmisibilidad de documentos.

En virtud de que la parte recurrida en el Recurso 287 ¨Juan Kassar v. Secretario General de la OEA¨ presentó a la consideración del Tribunal el día 11 de abril de 2008, nuevas declaraciones juradas. El Tribunal Administrativo de la OEA, con fundamento al Artículo 26.e de su Reglamento, declaró como inadmisibles las declaraciones por haber sido presentadas con posterioridad al escrito de respuesta de la parte recurrida, resultando por lo tanto extemporáneas e improcedentes.


Se anexan al presente informe las Resoluciones 358, 359 y 360 como Anexos II, III y IV respectivamente.

B.4. Visitas y otras actividades especiales de los Miembros del Tribunal Administrativo.


Una particularidad de este período de sesiones con respecto a las reuniones anteriores, viene determinada por la interacción de los miembros del Tribunal Administrativo con importantes personalidades del gobierno panameño durante su estadía en Panamá. Durante el acto de apertura del LVI período de sesiones se contó con la visita del Vicecanciller de la República, Sr. Ricardo J. Durán, quien dirigió unas cálidas palabras de bienvenida a los Miembros del Tribunal Administrativo. 

Por otro lado, los Jueces tuvieron la oportunidad de visitar la sede de la Corte Suprema de Justicia en donde fueron recibidos por el Presidente y por la Vicepresidenta de la Corte, Magistrados James Mitchell Dale y Esmeralda Arosemena de Troitiño respectivamente, oportunidad en la que los miembros del Tribunal pudieron comentar a los Señores Magistrados de la Corte Suprema sobre la labor que se realiza dentro del Tribunal Administrativo de la OEA como órgano de control de la legalidad de aquellas acciones de la Secretaría General que repercuten sobre el personal de la Organización.  


Al finalizar la reunión, el Presidente de la Corte Suprema hizo entrega a los miembros del Tribunal de obsequios representativos de las localidades panameñas a fin de agasajarlos por la visita realizada.

Otro signo distintivo de este período de sesiones fueron las actividades culturales que los miembros del Tribunal pudieron realizar en el transcurso de esta reunión tales como un breve recorrido por el Casco Antiguo de la Ciudad y una visita/almuerzo de cortesía en el Canal de Panamá ofrecido por la Presidenta del Tribunal Administrativo, Juez Alma Montenegro de Fletcher, todo lo cual contribuyó sin lugar a dudas a fortalecer las relaciones interpersonales entre los Jueces integrantes de este órgano.

C. Sustanciación de Recursos 288, 289 y 290.  

En Mayo de 2008 los recurrentes, Sra. María Beatriz Galvis (Recurso 288), especialista en fortalecimiento institucional, Sra. María Paula Luna (Recurso 289), especialista en reducción de demanda, ambas funcionarias de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD); y el Sr. José Bustillos (Recurso 290), técnico bibliotecario de la Biblioteca Colón, presentaron sus Recursos ante el Tribunal Administrativo de la OEA considerando que el nivel del cargo que ocupaban era inferior al que realmente les correspondía de conformidad con las funciones que desempeñaban. 

Los recurrentes estuvieron todos representados por el abogado Samuel McTyre, quien previamente se desempeñó durante el mismo año como abogado de la parte recurrente en el Recurso 287.

Todos los recurrentes dirigieron al Tribunal Administrativo las mismas peticiones: Que ordenase la realización de una auditoría para la clasificación de sus cargos por un auditor externo calificado;  que las partes estuviesen obligadas a acatar el resultado; que la reclasificación, en caso de que fuese recomendada,  se hiciese efectiva a partir de julio 2006 (Recursos 288 y 289) y a partir de junio 2006 (Recurso 290) con los correspondientes intereses y contribuciones a los fondos de beneficios y; que ordenase a la parte recurrida el pago de los costos, incluyendo los honorarios legales, en los que incurrieren con motivo de la interposición de sus recursos.
La Presidenta del Tribunal Administrativo, Juez Alma Montenegro de Fletcher, ordenó en julio de 2008 el nombramiento de la auditora Micheline Mackin de Canadá, experta en clasificación de puestos, como perito auditor en los recursos señalados. Así entonces, los días 18, 19 y 20 de agosto la Sra. Micheline Mackin visitó a la sede de la Secretaría General de la OEA y entrevistó tanto a recurrentes como a supervisores en los Recursos 288, 289 y 290.

Posteriormente el día 29 de agosto de 2008 la auditora remitió los informes de auditorias a la Secretaría del Tribunal Administrativo en los que concluyó, en base al análisis de las funciones realizadas por los recurrentes y de las descripciones de sus cargos anteriores y vigentes; a la luz de las entrevistas efectuadas, y de conformidad con los estándares de clasificación que le fueron suministrados, que los cargos ocupados por los siguientes funcionarios debían ser nivelados en grados superiores a los que los llevaron a presentar sus recursos ante el Tribunal:

· María Beatriz Galvis (Recurso 288). Especialista en fortalecimiento institucional. El cargo sobre el que reclama debía pasar del nivel P-1 al nivel P-2.

· María Paula Luna (Recurso 289). Especialista en reducción de demanda. El cargo sobre el que reclama debía pasar del nivel P-1 al nivel P-2.

Asimismo, de acuerdo con los resultados de la auditoría, el Sr. José Bustillos (Recurso 290) debía conservar su nivel de clasificación actual de Técnico bibliotecario  G-5.


Puesto que el Artículo 7.4 del Estatuto del Tribunal Administrativo establece que ante la ausencia de pruebas claras y convincentes de venalidad o inconducta de parte del experto en clasificación, el Tribunal deberá confirmar los resultados de la auditoría como definitivos y obligatorios para las partes, el Tribunal Administrativo procedió a homologar, mediante su Resolución 361 emitida el 24 de octubre de 2008,  los resultados de las auditorías realizadas por la Sra. Micheline Mackin bajo el argumento de que toda vez que dicho órgano carece de experiencia técnica para refutar y sustituir el dictamen del experto por sus juicios propios, la consecuencia lógica es el acatamiento de las recomendaciones del auditor. 

Así pues, el Tribunal Administrativo ordena a la Secretaría General de la OEA, en su Resolución 361, a reclasificar los cargos de las Señoras María Beatriz Galvis y María Paula Luna (Recursos 288 y 289) a la categoría P-2, y asimismo establece que el carácter retroactivo de tal reclasificación, a los efectos del pago de los correspondientes ajustes salariales, habría de surtir efectos a partir del 31 de diciembre de 2007, fecha en la que ambas recurrentes solicitaron audiencia con el Secretario General con ocasión a la reclasificación de sus cargos. 


La Resolución 361 es agregada al presente informe como Anexo V.

D. Informes preparados por la Secretaría del Tribunal Administrativo.
D.1. Compilación de jurisprudencia de tribunales internacionales afines al Tribunal Administrativo de la OEA.
Con ocasión al Recurso 287, “Juan Kassar vs. Secretario General de la OEA”, la Secretaría del Tribunal Administrativo realizó una recopilación de decisiones sobre materias afines a los puntos principalmente controvertidos dentro del Recurso. Para ello se consultaron las bases de datos de los Tribunales Administrativos del World Bank, Banco Interamericano de Desarrollo, Fondo Monetario Internacional, Naciones Unidas y de la Organización Internacional del Trabajo.
Esta recopilación jurisprudencial fue presentada en tres secciones: 

 La primera sección abarcó todas las decisiones ubicadas en materia de evaluaciones de trabajo negativas y la repercusión de estas evaluaciones a la hora de calificar un desempeño general anual como insatisfactorio.

La segunda sección abarcó todas aquellas decisiones que se pronuncian sobre el beneficio de licencia por enfermedad, sobre los extremos para que concurra un accidente de trabajo, y sobre los requisitos para que proceda una indemnización. 
La tercera sección concentró aquellos fallos referidos al derecho de la administración en denegar la renovación de un contrato a término fijo por un lado,  en contraposición con la legítima expectativa “legal expectancy”  del funcionario acerca de la renovación de su contrato.
Esta visión panorámica que arrojó la jurisprudencia sobre las distintas formas en que tribunales administrativos afines habían regulado situaciones similares a las presentadas en el Recurso 287,  contribuyó sin lugar a dudas a forjar o a fortalecer el criterio de los Jueces al momento de emitir su decisión final sobre el Recurso.
D.2. Enmiendas al Estatuto y al Reglamento del Tribunal Administrativo.

La Secretaría del Tribunal Administrativo de la OEA, cumpliendo con el mandato asignado por los Miembros del Tribunal en su LIII y LV período ordinario de sesiones en octubre de 2005 y junio 2007 respectivamente, elaboró diversos documentos durante el año 2008 en los que se explica la necesidad de reformar  los procedimientos contemplados en el Estatuto y en el Reglamento del Tribunal Administrativo de la OEA los cuales, por estar dotados de trámites extensos, dificultan al personal de la Organización el acceso a una tutela judicial expedita. 


Habiéndose identificado esta necesidad, la Secretaría del Tribunal Administrativo elaboró un anteproyecto de reforma y enmienda para el Estatuto y el Reglamento del Tribunal Administrativo en los cuales se aborda la posibilidad de incluir los siguientes cambios:

a. Acortar los plazos procesales vigentes dispuestos para la realización de ciertos trámites tales como el traslado de los documentos presentados por las partes en el marco de un recurso, o para la convocatoria de audiencias, o para que las partes respondan los escritos presentados por la contraparte. 
b. Suprimir, la presentación escrita de las observaciones y comentarios de las partes (comúnmente conocidos como réplica y contrarréplica) respecto a los escritos principales de demanda y de respuesta con la finalidad de procurar los siguientes beneficios:

· Evitar que las partes en un Recurso continúen la tendencia de presentar nuevas pruebas en etapas posteriores a la presentación de la demanda y de la respuesta, incumpliendo las normas Reglamentarias. 

· Contribuir al mejor manejo de la información en cada Recurso por parte de los miembros del Tribunal ya que el volumen de documentación se reduciría considerablemente. 

· Acelerar el curso de los procesos en beneficio de las partes, toda vez que se eliminarían los plazos para que las partes presenten su réplica y contrarréplica; para que la Secretaría ordene la traducción de estos documentos; y para que los documentos ya traducidos sean trasladados a los Jueces. 

· Procurar ventajas económicas tanto para las partes quienes se ahorran honorarios de abogados por la preparación de estos documentos adicionales, como para el Tribunal que debe de ordenar la traducción de todos los escritos presentados.
c. Adoptar un mecanismo adicional de resolución de conflictos, de modo que, sin perjuicio del dictado de sentencia, se cuente con un procedimiento interno mediante el cual el Tribunal, a solicitud de parte o a criterio propio, autorizaría al Secretario del Tribunal a convocar una Audiencia de Conciliación entre las partes en la etapa previa a la celebración del siguiente período de sesiones del Tribunal Administrativo. Ello con motivo de poner a disposición de las partes una herramienta de solución alterna por la cual podrían ahorrar tiempo y recursos económicos, de este modo, si las partes logran llegar a un acuerdo el Tribunal lo homologaría con carácter de cosa juzgada, de lo contrario, se pasaría a la siguiente fase del procedimiento mediante la convocatoria de una reunión del Tribunal para presenciar el debate oral entre las partes.


Con tales modificaciones propuestas se propone una reestructuración del procedimiento administrativo actual en miras a contribuir decisivamente a mejorar la administración de justicia dentro de la Organización. Ellas siguen siendo desarrolladas y debidamente argumentadas a mayor profundidad a fin de ser sometidas a la consideración del Tribunal Administrativo durante su LVII período de sesiones a realizarse el año próximo, momento en el cual los miembros del Tribunal deberán, conforme lo acordaron en la Resolución 358, discutir y aprobar las modificaciones al Reglamento del Tribunal Administrativo por un lado, y a su vez, elevar a la consideración de la Asamblea General de la OEA la reforma a su Estatuto.
D.3. 
Informe de antecedentes en Recursos sobre reclasificación de cargos presentados ante el Tribunal Administrativo de la OEA.

Ante la presentación en mayo de 2008, de tres nuevos recursos en los que cada recurrente solicita al Tribunal una nueva auditoría de su cargo, previo nombramiento de un auditor externo, la  secretaría del Tribunal Administrativo se dispuso a revisar los expedientes más recientes sobre casos de reclasificación de cargos a fin de vislumbrar la línea seguida por el Tribunal en situaciones similares.


En la consecución de esta labor se lograron identificar los siguientes asuntos:
· El proceder del Tribunal al recibir simultáneamente un volumen considerable de demandas sobre reclasificación de cargos (exhorta a un proceso de mediación entre las partes);

· El procedimiento seguido para la designación de un perito auditor en cada caso;
· El grado de sujeción de los miembros del Tribunal a las recomendaciones del auditor en sus informes de auditoría;
· Los criterios  para determinar el momento en que surtirá efecto la retroactividad en una reclasificación de cargo (por ejemplo, el momento en que se interpone el Recurso ante el Tribunal, o el momento en que el Recurrente solicitó audiencia con el Secretario General);

· El total de casos de Reclasificación presentados ante el Tribunal Administrativo así como la cantidad de casos fallados a favor del Recurrente y a favor de la Secretaría General;
· La posibilidad de convocar audiencias a fin de recibir el testimonio oral del auditor con posterioridad a la entrega de su dictamen;

· La problemática causada a raíz de las lagunas existentes en el Reglamento del Tribunal Administrativo en lo que respecta al método de selección de un auditor. Puesto que el Artículo 38 del Reglamento del Tribunal no define con precisión las pautas a seguir para seleccionar a cualquier tipo de experto, se pudo observar que en cada caso de reclasificación de cargos el Tribunal Administrativo ha actuado de manera diferente. Ello reveló una necesidad emergente de complementar el actual Artículo 38 del Reglamento del Tribunal a fin de incluir un procedimiento inequívoco para seleccionar a un experto en el marco de un Recurso. De allí que para alcanzar este objetivo la Secretaría del Tribunal ordenó la elaboración de un informe adicional el cual se describe en el próximo apartado.
D.4. 
Informe sobre la necesidad de diseñar un procedimiento de designación de perito en el marco de un Recurso y consecuente propuesta de enmienda del Artículo 38 del Reglamento del Tribunal Administrativo.

A la luz del contenido del actual artículo 38 del Reglamento del Tribunal Administrativo de la OEA, se revela un gran vacío reglamentario en lo tocante al procedimiento a seguir para la designación de expertos que actúen como peritos de cualquier naturaleza en el marco de un Recurso interpuesto ante el Tribunal. 

Esta falta de reglamentación supone eventuales dilaciones en los recursos ventilados ante el Tribunal a raíz de la incertidumbre ocasionada sobre el procedimiento más idóneo que debe de seguirse al momento de seleccionar a un experto. Así por ejemplo, no está claro si deben ser las partes quienes propongan una lista con los nombres sugeridos de expertos para que el Tribunal escoja; o si debe ser el Tribunal quien debe presentar la lista para que las partes lo elijan a común acuerdo; o si debe el Tribunal elegirlo a discreción sin que las partes intervengan.

Visto lo anterior, queda suficientemente clara la necesidad de diseñar un procedimiento expreso e inequívoco al cual se ajuste el Tribunal para seleccionar a sus peritos. En este sentido, tomando en cuenta las lagunas del artículo 38 del Reglamento del Tribunal, se ha hecho referencia a las regulaciones contenidas en los Reglamentos de otros Tribunales Administrativos de organizaciones afines tales como el World Bank, BID, OIT, ONU, a fin de extraer aquellas cuestiones que resulten convenientes para ser extrapoladas a nuestro Reglamento.


En primer lugar se comenzó extrayendo todas aquellas reglas de peritos y testigos contenidas en los textos normativos de los tribunales indicados a fin de constatar cuál es la práctica vigente. Posteriormente se compararon estas normas con las del Reglamento del Tribunal a fin de analizar las fallas de regulación en nuestro Reglamento así como la idoneidad de tomarlas como base en la modificación del actual Artículo 38 del Reglamento del Tribunal.

Durante esta labor se pudo observar que, con excepción a las reglas de presentación de los nombres de testigos ofrecidos al Secretario, ni el Reglamento del Tribunal, ni ninguno de los otros Reglamentos consultados regula la materia de testigos o peritos durante la etapa de su designación-admisión, es decir, durante la etapa previa a su aparición en las audiencias o a la presentación de su dictamen pericial, antes bien, sólo se limitan a regular este asunto en lo que respecta a la participación de estos durante las audiencias. 

Asimismo, otra problemática encontrada recae sobre lo poco conveniente que resulta que el actual Artículo 38 del Reglamento contemple un mismo procedimiento de selección tanto para testigos como para peritos, siendo el caso que existen diferencias sustanciales entre ambos. Así por ejemplo, la declaración de un testigo no tendrá la misma repercusión que la declaración de un perito la cual resulta en muchos casos contundente a la hora de decidir un caso. Por ello se propone en primer lugar separar las normas de selección de testigos de las normas de selección de peritos y que sólo aquellas regulaciones comunes para ambos, que son las que regulan la intervención de estos en las audiencias, sean agrupadas bajo un mismo numeral o artículo. 
E. Consultas. 
Otra de las actividades que merece la pena resaltar corresponde a la labor auxiliar que el Tribunal Administrativo presta al público en general al recibir y responder sus consultas vía telefónica, correo electrónico, o mediante correo regular. Estas consultas están vinculadas con el funcionamiento del Tribunal  y tratan en su mayoría sobre asuntos procedimentales o  jurisprudencia, entre otros. Durante el año 2008 se recibieron mayormente consultas sobre reclasificación de cargos  a raíz de la interposición de los Recursos 288, 289 y 290.
Todas las consultas recibidas así como sus correspondientes respuestas elaboradas por la Secretaría del Tribunal han sido debidamente registradas a fin de proyectar a mediano plazo los tópicos  jurídicos de mayor interés para el público y determinar las inquietudes más frecuentes de los particulares respecto a las reglas que rigen el procedimiento. Todo ello con la finalidad de que los miembros del Tribunal, a la hora de revisar las normas que atañen a dicho órgano o de emitir cualquier decisión, puedan tomar en cuenta los elementos arrojados por el público general mediante dichas consultas.
V. PUBLICACIONES Y BIBLIOTECA DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO

De acuerdo con el artículo 4, numeral 3, del Reglamento, “El Secretario tendrá a su cargo la publicación de una colección de las sentencias del Tribunal, y de la compilación y conservación de otros tipos de información.” 

Hasta la fecha el Tribunal ha publicado los siguientes volúmenes:  

· Volumen I: de la Sentencia # 1 a la Sentencia # 56, desde 1971 hasta 1980.

· Volumen II: de la Sentencia # 57 al # 100, desde 1981 hasta 1988

· Volumen III: de la Sentencia # 101 a la Sentencia # 138, desde 1989 hasta 1997.

      
Las citadas publicaciones, además de estar depositadas en la Biblioteca Colón de la Secretaría General de la OEA, se encuentran a disposición en la oficina de la Secretaría del Tribunal Administrativo, ubicada en el edificio administrativo, tercer piso, oficina 312, o en la página Web del Tribunal (http://www.oas.org/tribadm/default_sp.asp).


Hasta la fecha, la Secretaría del Tribunal Administrativo continúa con el proceso de recopilación de aquellos fallos del Tribunal emitidos con posterioridad a la publicación de su III Volumen de sentencias de 1998 a fin de dar inicio, oportunamente, a la edición del correspondiente Volumen IV de sentencias del Tribunal Administrativo de la OEA, para el cual la Secretaría tiene destinadas hasta el momento 18 decisiones.


En lo que respecta a la actualización de la Biblioteca del Tribunal Administrativo durante el período que abarca este informe, cabe decir que durante el año 2008, esta ha recibido la siguiente publicación:

· Administrative Tribunal of the International Monetary Fund; Order No. 2008-01; Mr. M. D’Aoust (No. 3), Applicant v. International Monetary Fund, Respondent. Office of the Registrar; Washington D.C., 7 de Enero de 2008.

VI. SITUACION FINANCIERA

Para el período comprendido entre el 1 de enero hasta el 31 de diciembre de 2008, el Tribunal Administrativo contó con un presupuesto de US$196,400.oo que le fueron asignados para su funcionamiento de conformidad con lo dispuesto por la Asamblea General de la OEA en su trigésimo séptimo período ordinario de sesiones mediante la Resolución  AG/RES. 2353(XXXVII-O/07). Este presupuesto representó un incremento de US$ 13,600.oo  en relación al presupuesto asignado para el año 2007 (US$ 182,800.oo).


En otro orden de ideas, conviene recordar que el 18 de febrero de 1976 el Director General del entonces denominado Instituto Interamericano de Ciencias Agrícolas (hoy Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura – “IICA”) y el Secretario General de la OEA firmaron el “Acuerdo Especial para hacer extensiva la competencia del Tribunal Administrativo de la Organización de los Estados Americanos al Instituto Interamericano de Ciencias Agrícolas (IICA)”. 

De acuerdo a lo pautado en el artículo 9 del citado Acuerdo, el Instituto Interamericano de Ciencias Agrícolas  ha venido depositando la suma equivalente al cincuenta por ciento (50%) del sueldo anual de un miembro de personal de nivel G-5 en dos cuotas semestrales por año. Esta fuente de ingreso constituyen los fondos específicos del Tribunal Administrativo de la OEA.
VII. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

      
El Tribunal Administrativo de la OEA, dentro del plazo reglamentario y de conformidad con los fines previstos en el Artículo 91 f) de la Carta de la OEA, tiene a bien presentar al Consejo Permanente de la OEA, su informe anual que abarca las actividades desarrolladas por este Órgano durante el año 2008 y el cual ha sido elaborado dentro de las pautas establecida por la Asamblea General 
/.


Consecuentemente, el Tribunal Administrativo se permite elevar al conocimiento y consideración del trigésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA, las siguientes recomendaciones:

1. Instar a la Secretaría General de la OEA a tomar debida cuenta de la Sentencia 154, y de las Resoluciones 358, 359 y 360 dictadas por el Tribunal Administrativo en su LVI período ordinario de sesiones celebrado en Panamá en abril de 2008, y de la Resolución 361 emitida el 24 de octubre de 2008;
2. Solicitar al Consejo Permanente que transmita el presente informe al conocimiento y consideración de la Asamblea General en su trigésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA, con las observaciones que estime pertinente y de acuerdo a lo pautado en el artículo 91f de la Carta de la Organización de Estados Americanos;
3. Agradecer a la Secretaría General de la OEA por la colaboración brindada durante las actividades desarrolladas en el lapso que cubre el presente informe.

Diciembre de 2008.



Anexo I

LVI PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO
DE LA ORGANIZACIÓN  DE LOS ESTADOS AMERICANOS

OEA/Ser.R TRIBAD/SEN.154
11 de abril de 2008
Original: Español

Sentencia 154
Recurso 287

JUAN KASSAR VS. SECRETARIO GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS

EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS, 

Reunido en la Ciudad de Panamá, Panamá e integrado por la Juez Alma Montenegro de Fletcher, Presidenta; el Juez Andre Surena; el Juez Héctor Enrique Arce Zaconeta; el Juez Homero Máximo Bibiloni y el Juez Albert N.J. Matthew;

Tiene a la vista para dictar sentencia, el expediente que corresponde al recurso interpuesto por Juan Kassar contra el Secretario General de la Organización de los Estados Americanos.

Representa al recurrente el Sr. Samuel McTyre, abogado, y representan al Secretario General, los Sres. Louis G. Ferrand, William Berenson, Michael Sullivan, Rubén Farje,  Rubén Rudolph y la Sra. Lorena Pérez, todos abogados del Departamento de Asesoría Legal de la Organización.

De conformidad con el artículo 50 del Reglamento del Tribunal Administrativo, se designó como ponente en el presente recurso al Juez Homero Máximo Bibiloni.

POR CUANTO:

El 18 de octubre de 2008 el recurrente interpuso ante este Tribunal un recurso contra el Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, tal como lo autoriza el Artículo II del Estatuto del Tribunal Administrativo, sosteniendo las siguientes violaciones al Reglamento de Personal y a las directrices contenidas en el Memorando Administrativo 92:
· Infracción de la Regla de Personal 107.4 que impone la obligación para la Secretaría General de proveer a los funcionarios un sistema adecuado de compensación por accidentes de trabajo, en virtud de la omisión en que incurrieren los supervisores inmediatos del recurrente de notificar debidamente las lesiones de trabajo alegadas por aquél en abril de 2005 y  en junio de 2006, todo lo cual ocasionó que no fuesen invocados, a favor del recurrente, los beneficios de compensación por accidente de trabajo que le correspondían;

· Incumplimiento de la Sección II/A del Memorando Administrativo 92 conforme al cual el supervisor y el supervisado deben mantener a mediados de año una reunión para evaluar el desempeño realizado durante los primeros 6 meses del ciclo de evaluación correspondiente.  Según afirma el recurrente, durante el período que fue evaluado no hubo dicha reunión  tal y como se desprende de la planilla de su evaluación final, en la cual, en la Sección que califica el desempeño y la panificación individual del recurrente, la columna 2 está vacía;
· Inobservancia de las directrices contenidas en la Sección II/D.3.b del Memorando Administrativo 92 la cual dispone que la evaluación final de desempeño debe reflejar los intercambios realizados entre el supervisor y el funcionario con el fin de evitar malentendidos y que, asimismo, el supervisor debe asegurarse de que el funcionario “conoce muy bien el contenido de la evaluación, la forma en qué se realizó y los motivos por los cuales ha obtenido esa calificación”. El recurrente sostiene que en las reuniones ocurridas en enero de 2007 entre él y sus supervisoras, previas a la presentación de su evaluación final, éste no fue informado acerca de su supuesta falta de productividad que más tarde sería alegada por aquellas al calificar su desempeño del 2006;
· Incumplimiento de las directrices contenidas en la Sección II/D.3.c que imponía la obligación para las supervisoras del recurrente de suministrar los datos o información detallada que respaldase el resultado insatisfactorio que le fue asignado a aquél en su última evaluación de desempeño;

· El recurrente señala igualmente que ninguna de las revisiones que se realizaron sobre la evaluación de su desempeño tuvo en consideración información o datos objetivos, convirtiendo la evaluación y subsiguiente proceso de revisión de la misma en una farsa y en un ejercicio totalmente arbitrario, parcial y sin las garantías del debido proceso.
El recurrente sostiene asimismo que la Secretaría General emprendió una serie de actos encaminados a dejarlo fuera de la Organización mediante la no renovación de su contrato de largo plazo. 

Afirma que después de la publicación del aviso de vacante de su puesto de Técnico de Biblioteca que había sido reclasificado, pero antes de otorgar el puesto, sus supervisoras le presentaron una evaluación del desempeño insatisfactoria basada en sus ausencias, las cuales por demás, habían sido certificadas por un médico de conformidad con la política de licencia por enfermedad de la Organización. Por otro lado, el recurrente alega no haber recibido información detallada que pudiese respaldar los efectos negativos aducidos por sus superiores.

Consecuentemente, afirma el recurrente, la evaluación del desempeño insatisfactoria fue motivo suficiente para conceder su puesto reclasificado a otro candidato y, posteriormente, para denegar una solicitud a la que hubo de aplicar para la concesión de un contrato continuo. 

Por tales motivos, acude el recurrente ante este Tribunal a fin de presentar las siguientes peticiones:
· Que el Tribunal declare que toda calificación insatisfactoria en la Evaluación del Desempeño del Recurrente correspondiente a 2006, basada en ausencias con certificado médico, quede anulada por tratarse de un factor inadecuado para la consideración de su desempeño y un medio inapropiado para abordar la cuestión de las ausencias con certificado médico;

· Que el Tribunal declare que la Secretaría General tenía la obligación de renovar el contrato de largo plazo del recurrente ante la ausencia de una razón legítima para no hacerlo y ordenar que su contrato sea reinstaurado o que, de forma alternativa, ordene que se le pague por los daños causados por la terminación equivocada con un monto equivalente a tres sueldos anuales; y 

· Que el Tribunal conceda al recurrente una clasificación parcial de discapacidad permanente, u otra clasificación apropiada y respaldada por las evidencias, y que ordene el pago de dicha compensación y cualquier otro beneficio que corresponda, como lo estipula el plan de seguros para la compensación por accidente de trabajo.

El 26 de octubre de 2007 el Secretario del Tribunal presentó al Secretario General una copia del recurso.

El 26 de noviembre de 2007, los representantes del Secretario General presentaron su escrito de contestación a la demanda exponiendo los siguientes argumentos:

· Contrario a lo que afirma el recurrente, éste sí fue reiteradamente advertido de su desempeño insatisfactorio del 2006 en las reuniones celebradas con sus supervisoras el 26 y el 30 de enero de 2007. Asimismo, sostiene el recurrido que en la misma  oportunidad el recurrente fue provisto de las razones que respaldaban el resultado de su evaluación. A este respecto, la parte recurrida indica que al momento de preparar la evaluación del recurrente, las supervisoras de este no sólo tomaron en cuenta el uso excesivo de licencia, sino además, otros elementos “negativos” tales como: su actitud negativa cuando se encontraba en el trabajo; su imposibilidad de cumplir con las tareas asignadas como el fotocopiado; su incumplimiento en el trabajo de equipo dentro del proyecto del código de barras, entre otros. 

En virtud de lo anterior, la parte recurrida sostiene que dichos factores negativos no sólo fueron suficientes para considerar el desempeño del recurrente del 2006 como insatisfactorio, sino además, para considerar no renovarle su contrato;

· Asimismo, el recurrido insiste en recalcar que fue el mismo recurrente y no la Secretaría General quien solicitó a la Jefa de la Biblioteca Colón, Sra. Beverly Wharton-Lake la reclasificación del cargo G-5 que ocupaba, y que, una vez que dicho cargo quedó abierto a concurso, el procedimiento de selección que se siguió fue objetivo y dio lugar a la selección del mejor candidato para ocupar el mismo;

· Por otro lado, la parte recurrida indicó que la desestimación de la solicitud del recurrente de un contrato continuo en mayo de 2007 fue la consecuencia inevitable de su evaluación de desempeño insatisfactoria y de la pérdida de su cargo que había sido financiado por el Fondo Regular, aclarando que cualquiera de estos dos elementos, de por sí, ya lo descalificaba para el otorgamiento de un contrato continuo;
·  En lo que respecta a las supuestas lesiones del recurrente acaecidas en el año 2005 y 2006, en base a las cuales el éste solicita una indemnización, el recurrido sostiene que el peso de las evidencias demuestra que ya desde el año 2002 el recurrente adolecía de problemas en su espalda y que en ninguno de los casos había sido comprobado que dichos problemas podían haberse derivado de un accidente de trabajo;

· Adicionalmente, el recurrido desea recalcar que con la sola remisión a la Regla de Personal 107.4(k) queda suficientemente claro que la decisión de no renovar el contrato al recurrente no adolece de arbitrariedad, toda vez que dicha regla admite expresamente la posibilidad de no renovar un contrato a un funcionario en los casos en que se demuestre que este no ha sido capaz o no ha querido desempeñar las funciones asignadas debido a problemas de salud o a lesiones laborales;

· Finalmente, entre los argumentos de mayor énfasis que han sido explanados por el Secretario General, se encuentra el alegato de que el recurrente  no cumplió con la Regla de Personal 107.4 que indica la obligación para el funcionario afectado de notificar al supervisor a tiempo sobre las lesiones sufridas; el deber de llenar los formularios correspondientes; notificar a la unidad de salud correspondiente; y la obligación de someterse a un examen médico practicado por un profesional vinculado a la organización, entre otros.

En consecuencia, el Secretario General pide al Tribunal que tenga a bien rechazar todas las peticiones y solicitudes planteadas por el recurrente en el presente recurso en forma definitiva. 

El 5 de diciembre el Secretario del Tribunal envía copia del escrito de respuesta a la parte recurrente.

En fecha 13 de diciembre de 2007 el abogado de la parte recurrente presentó un escrito ante la Secretaría del Tribunal mediante el cual solicita la ampliación de los plazos para consignar sus observaciones a la contestación de la demanda.

El 19 de diciembre de 2007 el Secretario del Tribunal notificó a las partes sobre la prórroga concedida al recurrente a razón de 30 días siguientes a la fecha de recibo de la correspondiente notificación.

El 22 de enero de 2008 el recurrente presenta sus observaciones a la respuesta del Secretario General. En dicho escrito, el recurrente reitera sus alegatos expuestos en el escrito de demanda y, adicionalmente, se pronuncia sobre los intentos de la parte recurrida en querer distorsionar la imagen, el carácter y la ética reflejadas por él en su puesto de trabajo.

El 25 de enero de 2008 el Secretario del Tribunal proporcionó a la parte recurrida una copia de las observaciones a la respuesta.

El 5 de febrero de 2008 el apoderado de la parte recurrida solicitó al Tribunal una prórroga para introducir el escrito de comentarios a las observaciones de la parte recurrente.

El 6 de febrero de 2008 el Secretario del Tribunal notifica a las partes que la prórroga solicitada por el recurrido le había sido concedida a razón de 30 días contados a partir de la fecha de recibo de la respectiva notificación.

El 3 de marzo de 2008 el abogado de la parte recurrida consigna su escrito de comentarios a las observaciones del recurrente en el cual reafirma cada uno de los argumentos planteados en su escrito de respuesta y, adicionalmente, solicita al Tribunal que tenga a bien desestimar las pruebas extemporáneas que fueron presentadas por la parte recurrente en su escrito de observaciones a la respuesta, de conformidad con lo pautado en el artículo 26€ del Reglamento del Tribunal.

A este respecto, la parte recurrida señala que, dado a que la parte recurrente no cumplió con las normas que le impiden la presentación de nuevos hechos con posterioridad a la interposición de la demanda, el recurrido se vio en la necesidad de solicitar una prórroga al Tribunal para presentar sus comentarios en miras a producir las pruebas necesarias para refutar los nuevos alegatos del recurrente.

En fecha 4 de marzo de 2008 el Secretario del Tribunal comunica a las partes sobre la convocatoria del LVI período de sesiones del Tribunal Administrativo, indicándoles que para el 9 de abril de 2008, los siguientes testigos habían sido llamados a declarar: Sra. Beverly Wharton-Lake (Jefe de Biblioteca de la Biblioteca Colón); Sra. Stella Villagrán (Bibliotecaria de Referencia de la Biblioteca Colón); Sra. Rosa María Barreiro (Directora del Departamento de Recursos Humanos); y, Sra. Altamira Araujo (Especialista del  Departamento de recursos Humanos).

El 6 de marzo de 2008 el Secretario del Tribunal remite a la parte recurrente copia de los comentarios del Secretario General sobre las observaciones a la respuesta.

El 12 de marzo de 2008 el Secretario del Tribunal informa a las partes que, atendiendo a la solicitud del recurrente presentada en su escrito de demanda, los miembros del Tribunal Administrativo acordaron solicitar la intervención de un perito médico que pudiese determinar la condición médica del aquél. En esta oportunidad se comunica a las partes que el Doctor Peter Moskovitz, especialista en ortopedia, había sido designado para tal labor.

En fecha 19 de marzo de 2008 el Secretario del Tribunal comunica a las partes que el día 10 de abril de 2008 había sido la fecha fijada para la consecución del debate oral en el presente recurso, de conformidad con el artículo 39 del Reglamento del Tribunal.

I. ANTECEDENTES DE HECHO

El recurrente, Juan Kassar, ciudadano venezolano, fue contratado por  la Organización de Estados Americanos a partir del 1 de julio de 1998 como Técnico de Biblioteca de nivel G-5 en la Biblioteca Colón situada en Edificio Administrativo de la OEA (19 St. & Constitution Avenue N.W., Washington D.C., 20006). 

Al momento en que termina su último contrato en fecha 30 de junio de 2007, el Señor Kassar había acumulado una trayectoria de 9 años consecutivos dentro de la Organización. 

En una reunión llevada a cabo entre el recurrente y la Jefa de Biblioteca, Sra. Beverly Wharton-Lake en fecha 7 de abril de 2005, el recurrente solicitó la reclasificación de su cargo dado a la posibilidad de pasar a ocupar funciones adicionales a las que originalmente le fueran asignadas, como consecuencia del  inminente retiro del entonces bibliotécnico de distribución jubilado, Sr. Héctor Rocha. La Sra. Wharton-Lake avanzó con dicha solicitud para lo cual el cargo del Sr. Kassar fue redefinido a fin de incluir las tareas del Sr. Rocha entre las funciones a desempeñar.

En el mismo mes de abril del año 2005, el recurrente alega haber sufrido una lesión en la espalda mientras desempeñaba sus funciones, específicamente mientras se encontraba moviendo cajas de papel de imprenta que se habían entregado a la Biblioteca, todo lo cual ocasionó que aquél se sometiese a determinados tratamientos médicos que le requerían descansar su espalda intermitentemente. A tal efecto, durante los meses de abril, mayo y junio de 2005 el recurrente se tomó períodos de licencia por enfermedad, certificados por su quiropráctico Dr. Amir H. Ahmadiyar,  con ocasión a su dolor de espalda. 

Posteriormente, en noviembre de 2005, la Jefa de la Biblioteca Beverly Wharton-Lake, en atención a la solicitud que el recurrente le planteara el pasado mes de abril, solicitó la auditoria del puesto del señor Kassar para su clasificación y, consecuentemente, en febrero de 2006, el puesto del señor Kassar fue reclasificado a nivel G-6 de conformidad con la Regla de Personal 102.3.  

A partir de este momento, se le permitió al recurrente permanecer en su cargo hasta tanto se emitiese el resultado del  concurso requerido por las Normas Generales y el Reglamento de Personal de la OEA para la concesión  de un cargo reclasificado. En consecuencia, dado a que el cargo actual del Recurrente era de nivel G-5, éste comenzó a recibir un subsidio por el desempeño de funciones especiales. 

El 24 y 25 de junio de 2006, el sótano del Edificio Administrativo de la OEA, localizado en la esquina de la calle 19 y la Avenida Constitution, donde se alojan los registros y parte de la colección de la Biblioteca Colón, se vio seriamente afectado por inundaciones provocadas a causa de intensas lluvias acaecidas durante el fin de semana. Como resultado de las inundaciones, en fecha 26 de junio de 2006, el señor Kassar emprendió la tarea de mover ciertos documentos que se encontraban en riesgo de sufrir daños siendo el caso que, según afirma el recurrente, éste se torció la espalda durante el curso de dichas acciones de rescate viéndose obligado a dejar el trabajo en miras de recibir una atención médica adecuada.

Alrededor de las 12:55 de ese día, el recurrente envió a su supervisora inmediata,  Sra. Stella Villagrán un e-mail en que cual informaba: “Estuve moviendo las cajas de CICAD y me molesté la espalda.   Tuve que ir al quiropráctico porque me está molestando la espalda.  Me van a atender ahora por la tarde.”   
Seguidamente, hasta julio de 2006, el recurrente continuó manifestando  sufrir de dolores en la espalda, razón por la cual su quiropráctico, Dr. Amir H. Ahmadiyar, hubo de firmar boletas de licencia por enfermedad hasta el 20 de julio de 2006.  Asimismo, en fecha 21 de julio de 2006, el recurrente visitó al Dr. Kenneth Lin quien le prescribió dos semanas de licencia por enfermedad certificada, hasta el 8 de agosto del mismo año, fecha en que afirmó que el recurrente podría regresar a sus tareas pero haciendo la observación de que, en las siguientes dos semanas después de su regreso, el recurrente debía realizar tareas livianas señalando que no debía levantar más de 20 libras durante dichos días.

Ante dicha situación, el 14 de julio de 2006 la Jefa de Biblioteca Beverly Wharton-Lake solicitó al Departamento de Recursos Humanos que evaluara la situación médica del señor Kassar y considerara un posible traslado lateral. El recurrente recibió copia del memorando de la Jefa de Biblioteca de 14 de julio de 2006. En él se señalaba que el recurrente parecía incapaz de cumplir las funciones esenciales del cargo que ocupaba y que sus faltas frecuentes, que exigían que otros empleados cumplieran sus tareas, afectaba el ánimo del personal. Concretamente, la Jefa de Biblioteca señaló:

De enero de 2005 a junio de 2006, el Sr. Kassar usó 273 horas de licencia por enfermedad certificada y 112 horas de licencia por enfermedad no certificada (véase hoja adjunta)... Cuando estaba en la oficina, la labor del Sr. Kassar se veía afectada negativamente por su incapacidad para levantar documentos y cajas pesadas o realizar las tareas de fotocopiado por un período prolongado. Si bien comprendo la situación de salud del Sr. Kassar, también soy consciente de que los deberes y responsabilidades de la descripción del cargo del Sr. Kassar certificados por el Departamento de Recursos Humanos el 17 de febrero de 2006, indican que el titular debe “organizar y mantener las estanterías de libros de las diversas colecciones de la Biblioteca…organizar y trasladar materiales para ubicar los materiales que ingresan”.   Asimismo, ayuda a ubicar los materiales “para usuarios, verifica la información sobre tenencia y autentica los datos para enviar material a los lectores, de la sala de estantes del sótano del edificio a la Unidad de servicios de referencia del primer piso”.   El cargo requiere una actividad física continua, pues debe “descargar y colocar en los estantes el material devuelto…retira material obsoleto para procesar su retiro…coteja y controla los materiales para encuadernado y dispone del material sustituido por formas micro fílmicas”.   Debido a las frecuentes faltas del Sr. Kassar, otros empleados de la Biblioteca Colón han debido cumplir funciones como parte del equipo y ayudar a la Bibliotecaria de Referencias en las actividades cotidianas. Sin embargo, la situación tiene ahora efectos adversos y en general afecta el ánimo del personal”. 
El  18 de julio de 2006, el Sr. Kassar mediante correo electrónico acusa recibo del referido memorando y al mismo tiempo, aprovecha la oportunidad para señalar lo siguiente a la Jefa de Biblioteca Beverly Wharton-Lake:

Beverly, 

Lo firmé y se lo entregue a Rocío ayer. También quería decirle que cuando usted estuvo de vacaciones tuvimos tres días de lluvia seguidos y nuestro sótano se inundó. El lunes 26 de junio llegue al trabajo y después de darme cuenta de todo el daño que habían sufrido las cajas del archivo administrativo localizadas en el cuarto de documentos de las Naciones Unidas decidí hacer algo para solucionar el problema. Le pedí permiso a Stella para ir a casa a cambiarme de ropa y ponerme vaqueros, una camiseta y zapatos deportivos para mover las cajas. Había más de 100 cajas que se estaban cayendo o totalmente mojadas. Dado que las cajas de debajo de todas las estanterías estaban mojadas, las cajas que se encontraban encima perdieron su base de apoyo y se cayeron. Muchas se apoyaban unas con otras y el piso estaba lleno de agua. Entonces, para evitar que se mojaran y que se dañara la información dentro de las cajas, empecé a colocarlas sobre los archivos de mapas. Stella y Jean estaban allí, observando cómo hacía el trabajo. Nadie más en la Biblioteca me ayudó. Incluso Baron, a quien le pedí que me echara una mano antes de que las cajas se mojaran, me respondió que él no iba a mover ninguna caja. Stella también estaba allí. El único espacio vacío que quedaba era el archivo, pero me indico que utilizara ese espacio para las cajas de la CICAD que teníamos en el cuarto de publicaciones periódicas. Empecé a apilar las cajas y fue en ese momento que me lesione el músculo de la espalda y tuve que ir al quiropráctico. El año pasado, cuando me lesione la espalda, estaba cargando el papel de imprenta de la sala de documentos de las Naciones Unidas. Me llevó tiempo mejorar porque me desgarré el músculo. Estoy apenado por las inconveniencias que ha causado mi problema de salud, pero mi única intención era servir a la biblioteca y a la OEA con mis mejores capacidades.

También quisiera comunicarle que hace dos semanas intenté hablar con usted para informarle que he empezado a buscar otro puesto en otro departamento, como el de Juan Carlos Gómez en el Departamento de Conferencias, pero no he tenido la oportunidad de decírselo. Ello se debe a que en la biblioteca ya no puedo crecer más profesionalmente debido a las limitaciones presupuestarias. Estoy planeando sacarme mi MBA y seguir desafiándome a mi mismo profesionalmente.

No se cual va a ser el resultado de todo esto, pero quiero que sepa que agradezco todo lo que ha hecho por mi y que estoy muy apenado por las inconveniencias que mi enfermedad ha causado a la biblioteca y a mis compañeros de trabajo.

Muchas gracias

Juan Kassar”

El 21 de agosto de 2006, el recurrente se reunió con la Sra. Wharton-Lake y la Sra. Villagrán para analizar las perspectivas de un traslado para él. El Sr. Kassar informó haberse reunido con la Sra. Magaly McLean, funcionaria del Departamento de Recursos Humanos, para conversar el tema de su posible traslado pero que, hasta el momento, no se había encontrado nada para él. La Sra. Wharton Lake le deseó buena suerte pero le hizo saber que si no se encontraba nada antes del 31 de diciembre de 2006, no tenía obligación alguna de renovar su contrato. 

El 9 de noviembre de 2006 se celebró otra reunión entre la Sra. Wharton-Lake, la Sra. Villagrán y el recurrente para analizar las opciones de traslado existentes para entonces. En la misma fecha, el cargo Técnico Bibliotecario que venia ocupando el recurrente fue abierto a concurso interno presentándose dos candidatos: el mismo recurrente y la Sra. Rosario Daroytti.

Un día después, el 10 de abril de 2006, el Sr. Kassar se comunica mediante correo electrónico con la Jefa de Biblioteca Wharton-Lake y le manifiesta su intención de continuar prestando sus servicios  en la Biblioteca señalando que, si bien deseaba en un futuro crecer en lo profesional y en lo académico, estaba decidido a continuar como asistente de la Sra. Villagrán, hasta tanto se cumpliese su deseo de conseguir un nuevo puesto de nivel profesional.

Visto lo anterior, el 14 de noviembre de 2006, la Jefa de Biblioteca formalizó una extensión del contrato del señor Kassar por seis meses adicionales a contar desde el 31 de diciembre de 2006, siendo la fecha de expiración, el 30 de junio de 2007.

El día 26 de enero de 2007, el recurrente se reunió con su supervisora, la Sra. Stella Villagrán y con la Jefa de Biblioteca, Beverly Wharton-Lake  para analizar la evaluación del desempeño correspondiente al año 2006. En lo que respecta a los puntos abordados durante tales reuniones, las posiciones de las partes aparecen contrapuestas. 

El recurrente por su lado sostiene haber sido informado por la Señora Villagrán de que no habría ninguna modificación en la evaluación satisfactoria del año anterior y que asimismo, ésta no suministró ni información ni datos que indicaran que la evaluación se basaría en factores medibles. Asimismo, la Señora Villagrán, según afirma el recurrente, en ningún momento mencionó cualquier deficiencia en la productividad del señor Kassar debido a las ausencias del trabajo.

Por su parte, en su escrito de contestación a la demanda, la parte recurrida señala que no sólo el 26 de enero sino también el día 30 del mismo mes, el recurrente fue informado sobre la decisión de que su desempeño de 2006 había sido calificado como insatisfactorio y que por ende dicho resultado estaría reflejado en la respectiva evaluación. Del mismo modo, tanto la Sra. Villagrán como la Sra. Wharton Lake afirman en sus respectivas declaraciones juradas presentadas por la parte recurrida, haberle brindado al recurrente información específica sobre el fundamento de la evaluación, citando dicha información en sus declaraciones.

Durante el período 1998- 2005, el desempeño del recurrente fue considerado como satisfactorio en cada una de las evaluaciones de desempeño realizadas por sus supervisores con la sola excepción de la evaluación correspondiente al año 2006 la cual, en las secciones de aptitudes y de evaluación del desempeño y planificación individual, se le asigna mayormente la calificación de “no satisface las expectativas” sobre la base principal de que “el desempeño laboral se vio entorpecido por ausencias extendidas”.

Para iniciar el proceso de apelación, el recurrente pidió una reunión con la Jefa de Biblioteca, Sra. Wharton-Lake, y la misma se celebró el 31 de enero de 2007.  Nuevamente, la supervisoras del Sr. Kassar rechazaron la alegación del recurrente de que había cumplido con las expectativas en el desempeño de las labores que le fueren asignada durante el año 2006.

Visto lo anterior, el recurrente se dispuso a enviar un memorando a la Directora del Departamento de Recursos Humanos, Sra. Rosa María Barreiro,  el mismo 31 de enero de 2007 con el propósito de apelar el resultado de su evaluación de desempeño. En su memorando, el Sr. Kassar solicita que su evaluación de desempeño del año 2006 sea reevaluada por el comité pertinente, de modo que pudiese ejercer su derecho a la defensa y probar con estadísticas su verdadero desempeño durante el período evaluado.

Al día siguiente, el 1 de febrero de 2007, la Jefa de la Biblioteca Colón, Beverly Wharton-Lake presentó al Departamento de Recursos Humanos su recomendación y evaluación sobre los candidatos concursantes al puesto reclasificado de Técnico de Biblioteca de nivel G-6 que originalmente ejerciera el Sr. Kassar.  En esa evaluación, de un total de 100 puntos a asignar, el recurrente obtuvo 89 y la Sra. Daroytti 95, razón por la cual esta última fue la candidata recomendada por la Sra. Wharton-Lake. 

Un día después, en fecha 2 de febrero de 2007, el recurrente sometió al Departamento de Recursos Humanos una aplicación para el concurso de contrato continuo.

En fecha 2 de abril de 2007, el Comité Asesor de Selección y Ascensos se avino a la evaluación de la Sra. Wharton-Lake y recomendó a la Sra. Daroytti para el cargo de Técnico de Biblioteca de nivel G-6.  El Secretario General aceptó la recomendación del Comité de Selección y designó a la Sra. Daroytti para el cargo G-6 con efectividad al 1 de julio de 2007.  

Mediante cartas del 23 y 30 de abril de 2007, el Departamento de Recursos Humanos notificó esta decisión al recurrente. En la primera de ellas, la del 23 de abril,  la Directora del Departamento de Recursos Humanos se refiere a la posibilidad de trasladar al recurrente a otro puesto dentro de la Secretaría haciéndole saber que tan pronto pudiesen encontrar algo adecuado se lo notificarían. Una semana después, el 30 de abril de 2007, nuevamente la Directora del Departamento de Recursos Humanos se dirige al recurrente esta vez para comunicarle que hasta dicho momento no había sido posible encontrar otro puesto de nivel G-5 dentro de la Secretaría General al cual pudieran trasladarlo. Por tales motivos, la Secretaría General no podía renovar su contrato actual el cual expiraba el 30 de junio de 2007.

En virtud de lo anterior, en fecha 2 de mayo de 2007 el recurrente, mediante escrito dirigido al Secretario General, solicita audiencia de conformidad con la Regla 112.1 del Reglamento de Personal con relación a la selección de otro candidato para ocupar el cargo de Técnico de Biblioteca de nivel G-6 en la Biblioteca Colón. A tal efecto, la Secretaría General designa al Sr. Francisco Pilloti como oficial de audiencia y en fecha 23 de mayo se le concede al recurrente la misma.

Durante el mismo mes, el 30 de Mayo de 2007, mediante circular 25/07 emitida por el Departamento de Recursos Humanos, el recurrente es informado de que no calificó para la obtención de un contrato continuo y, nuevamente, solicita audiencia sobre tal denegación. 

Posteriormente, el 1 de Junio de 2007, el oficial de audiencia Francisco Pilloti, encargado de evaluar la decisión del Secretario General de seleccionar a otro candidato, emite su respectivo informe. En este documento el Oficial de Audiencia recomienda que, toda vez que el recurrente había interpuesto con antelación una solicitud de revisión de su evaluación de desempeño del año 2006, era menester entrar a analizar el informe del Comité de Revisión de Evaluación del Desempeño a fin de “verificar la compatibilidad de sus resultados con la decisión adoptada por el Comité Asesor de Selección y Ascensos y aprobada por el Secretario General el 2 de abril de 2007”. Asimismo, el Oficial de Audiencia recomienda al Departamento de Recursos Humanos que considere reanudar sus esfuerzos tendientes a buscar un puesto en la Secretaría General que permitiese trasladar al recurrente.

A unos días después de emitido el informe del Sr. Pilloti, a saber, el 6 de junio de 2007,  el Comité de Revisión de Evaluación del Desempeño presenta al Departamento de Recursos Humanos su respectivo informe final con ocasión a la solicitud de revisión del recurrente de fecha 31 de enero de 2007 sobre su evaluación controvertida del año 2006.

En el señalado informe, el Comité de Revisión a la luz de los documentos que tuvo a su disposición; de las entrevistas señaladas; de las normas generales; del Reglamento de Personal, y del  Memorando Administrativo 92, elabora los siguientes análisis:

· Las supervisoras siguieron el proceso de evaluación de desempeño correctamente toda vez que concurrieron los siguientes requisitos: los objetivos individuales fueron establecidos y comunicados al recurrente al inicio del ciclo de evaluación; se entablaron conversaciones acerca del desempeño del recurrente continuamente durante el ciclo de evaluación; y cada año se efectuó una evaluación formal de desempeño con el recurrente.

· De acuerdo con su evaluación escrita, los problemas de salud y ausencias de trabajo comprometieron las habilidades del recurrente para desempeñar sus funciones laborales. Aquí, el Comité señala que de conformidad con lo expresado por las supervisoras del Sr. Kassar, su pobre actitud laboral y la falta de respuesta a los problemas presentados, fueron también factores influyentes que disminuyeron la calidad del desempeño del recurrente durante el ciclo de evaluación. No obstante, como señala el Comité, el recurrente alegó que su desempeño fue afectado como consecuencia del accidente acaecido en junio de 2006 vinculado a la inundación del Edificio Principal y del Edificio Administrativo.

· Por último, el tercer de los análisis expresados por el Comité indica que el contenido de la evaluación de desempeño presenta las siguientes deficiencias: problemas tanto de recurrente como del recurrido en tratar adecuadamente el accidente de junio de 2006, y falta de comentarios por escrito acerca del desempeño insatisfactorio durante el periodo de evaluación de 2006.

En atención a lo anterior, el mencionado Comité de Revisión de Evaluación del Desempeño tuvo a bien efectuar las siguientes recomendaciones:

“La evaluación de desempeño hubiera podido documentar mejor en términos de la preocupación de las supervisoras acerca del desempeño insatisfactorio del Sr. Juan Kassar en el trabajo.

En lugar de eso, las declaraciones recurrentes en materia de ausencias -muchas de las cuales fueron reportadas con licencias por enfermedad durante la segunda mitad del año- como la base para ciertas evaluaciones negativas, no muestra las dificultades enfrentadas, aparentemente por todos los actores involucrados, durante el período de evaluación

Estas declaraciones han además polarizado más la percepción de los involucrados acerca de la verdadera causa de una investigación negativa. Algunos de estos problemas se hubieran podido plantear y tratar anteriormente en el periodo de la evaluación.”  

Antes de ser informado sobre el resultado del informe del Comité de Revisión de Evaluación del Desempeño, el recurrente, quien había solicitado previamente audiencia en fecha 2 de mayo de 2007, procede el 12 de junio de 2007 a solicitar la constitución del Comité de Reconsideración de conformidad con lo dispuesto en la Regla 112.2 del Reglamento de Personal, toda vez que hasta la fecha éste no había recibido la respuesta del Secretario General sobre la selección de otro candidato para ocupar el puesto de Técnico de Biblioteca de nivel G-6 en la Biblioteca Colón. 

En dicha solicitud el recurrente se expresa en los siguientes términos:  

“(…) quisiera solicitar que se formen el Comité de Reconsideración en vista de que ya pasó el plazo de 23 días desde cuando pedí  por medio de Memo con fecha mayo 2 de 2007 una audiencia con el Secretario General y la cual se me fue concedida con fecha mayo 23. Creo que he esperado un tiempo prudencial esperando la respuesta del Secretario General en vista de la Asamblea General pero son pocos los días de contrato que me quedan y no me queda sino recurrir a mi ultimo requisito el cual lo dejo saber por medio de este presente.”

El 29 de junio de 2007, un día antes de la expiración del contrato del Sr. Kassar, la Directora de Recursos Humanos ofreció al recurrente un cargo de nivel G-5, con un contrato limitado de seis meses tipo A financiado con Fondos Específicos.  Como señala el recurrido en su escrito de contestación a la demanda:

“A cambio de un nuevo comienzo, que la Secretaría no tenía obligación alguna de ofrecerle, el contrato requería que el recurrente retirara unas reivindicaciones que había presentado contra la Secretaría en relación con su evaluación insatisfactoria de 2006, la selección de la Bibliotécnica G-6 y la decisión de no otorgarle un contrato continuo” 

Dicha propuesta fue rechazada por el recurrente en fecha 2 de julio de 2007 mediante correo electrónico dirigido a la especialista del Departamento de Recursos Humanos, Sra. Altamira Araujo,  en el cual el recurrente manifiesta su disconformidad con los términos ofrecidos por la Secretaría General decidiendo en consecuencia continuar con los procesos interpuestos con anterioridad.

Así entonces, el contrato del recurrente que había sido prorrogado por seis meses el  pasado 31 de diciembre de 2006, caducó el 30 de junio de 2007 sin renovación, de acuerdo con los términos de la Regla 110.2 del Reglamento de Personal y del Artículo 20 de las Normas Generales.  

Días mas tardes, el 20 de julio de 2007, el Departamento de Recursos Humanos envía dos notificaciones al recurrente, ambas suscritas por su Directora, Sra. Rosa María Barreiro.

Una de las cartas tenía por objeto comunicar al recurrente sobre los siguientes dos asuntos: Por un lado, se le informa al recurrente que con base a su solicitud de Reconsideración de fecha 12 de junio de 2007, el respectivo Comité había sido convocado. Por otro lado,  en referencia a una solicitud de audiencia previamente introducida por el recurrente con ocasión a la denegación de un contrato continuo, se le informa sobre la designación del Sr. Francisco Pilloti como Oficial de Audiencia, recomendándole no obstante, dado a la obvia relación entre ambos asuntos, que presentase su reclamo sobre la denegación de un contrato continuo directamente al Comité de Reconsideración que había sido convocado para considerar su reclamo sobre el concurso de su cargo, en miras a procurar la economía administrativa y judicial de todas las partes.

La otra carta fechada el 20 de julio de 2007, hizo referencia a la solicitud que interpusiera el recurrente el pasado 31 de enero de 2007, sobre la revisión de la evaluación de desempeño correspondiente al año 2006.  Dicha carta, informa al recurrente lo siguiente:

“Estimado Sr. Kassar:

Con referencia a su solicitud de audiencia, presentada el día 31 de enero de 2007 relacionada con la evaluación de su desempeño del período 2006, me permito transmitirle la decisión final del Secretario General.

Como usted  sabe su solicitud fue entregada al Comité de Evaluaciones de Desempeño para su consideración. El Comité ha concluido su análisis y presentado su informe para la consideración del Secretario General. El informe del Comité concluye que los supervisores siguieron el proceso de evaluación “correctamente” y no contiene una recomendación para la modificación de su evaluación no satisfactoria. Por lo tanto, el Secretario General ha decidido que su evaluación de desempeño para el periodo de 2006 deberá quedar tal como está en su legajo personal, con una copia del Informe del Comité anexo.”

Posteriormente, el 2 de octubre de 2007, el Comité Mixto de Asesoramiento para Casos de Reconsideración presenta su informe final al Secretario General sobre los asuntos anteriormente planteados por el recurrente, y emite las siguientes recomendaciones:

En nuestras recomendaciones, hemos tratado de ser justos con el Sr. Kassar y de proteger los intereses de la Secretaría General. En tal sentido, las recomendaciones del Comité en general son congruentes con las del Comité de Revisión de la Evaluación del Desempeño y con el informe preparado por el Oficial de Audiencias para el caso del Sr. Kassar.

Sobre la base de esos factores, de los documentos examinados y de la información que recibiera, el Comité recomienda lo siguiente:

1) Los problemas de salud no constituyen un criterio adecuado para su consideración en las evaluaciones del personal y no deben ser aplicados para sancionar a un funcionario. El Comité considera que ello es incongruente con el propósito y la aplicación del proceso de evaluación del desempeño. Cuando un comportamiento específico en el lugar de trabajo da lugar a una evaluación negativa, ello debe estar claramente establecido y debe relacionarse con los objetivos del cargo y de sus funciones. Para asegurar que los supervisores cumplen esas directivas, el Comité recomienda que el Departamento de Recursos Humanos aclare los criterios para las evaluaciones del desempeño a todos los directores y al personal de supervisión.

2) El Departamento de Recursos Humanos debe examinar detenidamente las evaluaciones de desempeño y los documentos de personal afines preparados por los supervisores en este contexto, a fin de asegurar que se aplican las directrices debidamente y en forma congruente, a efectos de minimizar posibles responsabilidades futuras para la Secretaría General.

3) Los directores y los funcionarios supervisores, así como todo el personal, deben recibir capacitación en derechos y responsabilidades laborales, incluidos los aspectos de indemnización del trabajador, para que todos estén bien informados y no se repitan situaciones tales como las del caso del Sr. Kassar.

4) La Secretaría debe tomar especial cuidado para asegurar que toda lesión relacionada con el trabajo sea investigada de inmediato, sea documentada y se tomen las medidas para determinar los hechos del caso y toda posible responsabilidad.

5) Debe llevarse a cabo una evaluación ergonómica de las tareas desempeñadas por el titular del cargo de Técnico de Biblioteca y de otros que requieran similar esfuerzo físico, a fin de asegurar que se adopten las debidas precauciones y protegerlos contra futuras lesiones como las sufridas por el Sr. Kassar.

6) Durante su empleo en la Secretaría, el Sr. Kassar demostró su interés en mejorar sus habilidades profesionales mediante la educación continua, y estando en la Biblioteca Colón, obtuvo dos Grados Asociados y un BA. De manera que debe ser transferido a un cargo no inferior a nivel G-6, o ser considerado para un cargo de nivel profesional, en la Secretaría, fuera de la Biblioteca Colón. Esta transferencia podría incluir un contrato de largo plazo con los mismos beneficios que el Sr. Kassar tenía anteriormente. En su defecto, debe otorgársele un contrato continuo a uno de los niveles especificados.

7) Como esta situación implica aspectos no resueltos de la terminación del contrato, la Secretaría debería considerar la indemnización del Sr. Kassar a nivel G-6 desde el momento en que fue separado de la Secretaría.

8) Como también existen cuestiones vinculadas a las lesiones del Sr. Kassar en el trabajo, la Secretaría debería considerar también la posibilidad de sus otras responsabilidades y las repercusiones a más largo plazo, que pueden incluir una indemnización.”

Mediante escrito de fecha 29 de octubre de 2007, el Secretario General decide rechazar las anteriores recomendaciones del Comité Mixto de Asesoramiento para Casos de Reconsideración bajo el argumento de encontrarse basadas “en una serie de premisas incorrectas que no son respaldadas por los hechos ni la ley aplicable”. En consecuencia, el Secretario General decide:

· Mantener la evaluación de Desempeño de 2006 en el expediente personal del recurrente;

· Confirmar el nombramiento de Rosario Daroytti como Técnico de Biblioteca de nivel G-6 en la Biblioteca Colón; y

· Denegar al peticionario un contrato continuo

El día 30 de octubre de 2007, el Departamento de Recursos Humanos remite copia de la decisión definitiva del Secretario General al recurrente junto con copia del Informe del Comité de Reconsideración.

II
ARGUMENTOS DEL RECURRENTE
II.1. SOBRE LA EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑO CORRESPONDIENTE AL AÑO 2006

- Conforme a lo alegado por el recurrente en su escrito de demanda, la evaluación del desempeño correspondiente al año 2006 fue arbitraria e inexacta desde el punto de vista de los hechos y un abuso de autoridad. Señala que de conformidad con el Memorando Administrativo 92 en la Sección D.3.b, la evaluación final debe reflejar los intercambios efectuados entre el supervisor y el funcionario con el fin de evitar malentendidos y que, al mismo tiempo, el supervisor debe asegurarse de que el funcionario “conoce muy bien el contenido de la evaluación, la forma en que se realizó y los motivos por los cuales ha obtenido su calificación”. 

Aún así, según afirma el recurrente, en la reunión celebrada entre él y la Señora Stella Villagrán el 26 de enero de 2007, en ningún momento se habló de falta de productividad, ni tampoco se le procuró suministrar datos de cualquier tipo que respaldaran la alegación de sus supervisoras de que sus ausencias no estaban autorizadas o habían afectado negativamente su desempeño laboral. 

- Del mismo modo, al referirse a la siguiente reunión que sostuviera con sus supervisoras en fecha 30 de enero de 2007, el recurrente sostuvo no haber sido notificado de que sus ausencias debido a enfermedad repercutirían en su desempeño y que, antes bien, en esta oportunidad la señora Villagrán le hizo creer que no iba a realizarse cambio alguno respecto a su evaluación del año anterior.

No obstante lo anterior, el recurrente alegó que al momento de serle presentada su correspondiente evaluación final de desempeño, las supervisoras no aportaron ni un solo documento objetivo que respaldara la evaluación insatisfactoria.  Antes bien, le presentaron una evaluación del desempeño insatisfactoria basada en sus ausencias, las cuales por demás fueron certificadas por un médico, de conformidad con la política de licencia por enfermedad de la Organización.

El recurrente en su escrito de demanda hace mención a la Sección D.3.c del Memorando Administrativo al indicar que tanto las discusiones sobre la evaluación final, como la primera reunión de evaluación, deben estar respaldadas por registros y documentación objetiva. En este sentido el recurrente sostiene que, dado a que no fue notificado el 30 de enero de 2007 de que sus ausencias debido a enfermedad repercutirían en su desempeño, éste no se preparó para examinar o respaldar su productividad. 

- Asimismo, en su escrito de observaciones a la respuesta del Secretario General, el recurrente indica que las Directrices para realizar las evaluaciones del desempeño, (Sección II.A) requieren que el supervisor se reúna con el funcionario en tres ocasiones diferentes durante el ciclo anual de evaluación. Al iniciarse el ciclo se reúnen para establecer las metas u objetivos del funcionario para el año correspondiente, (reunión para fijar los objetivos).  Adicionalmente, por lo menos una vez al promediar este período tienen otra reunión para determinar el progreso logrado por el funcionario (reunión de revisión); y,  finalmente se realiza la “reunión de evaluación” en la que se evalúa el rendimiento del funcionario durante el ciclo de evaluación entero. 

El recurrente aduce a que en los procesos de evaluación de desempeño realizados anteriormente, la Reunión de Revisión y la Revisión Intermedia fueron realizadas en forma meticulosa. Estas reuniones dieron por resultado los comentarios registrados en la Columna 2 de la forma de evaluación, según lo requieren las normas.  En el caso de la única evaluación no satisfactoria alguna vez recibida por el señor Kassar en la OEA, no hubo ningún antecedente que indicaba las numerosas llamadas de atención acerca de su baja productividad y mala actitud hacia su supervisora o hacia la Jefa de la Biblioteca, que ahora se presenta como una parte prominente de su evaluación durante el último año.

También con respecto a lo anterior, en su escrito de observaciones a la respuesta el recurrente se refiere a la Declaración Jurada de la Sra. Villagrán que la parte recurrida tuvo a bien suministrar en su escrito de respuesta a la demanda. Con respecto a dicha declaración jurada, el recurrente resalta el hecho de que nada se documentó acerca de las supuestas advertencias y amonestaciones que dice ella haber dado al recurrente en varias ocasiones durante el año 2006.  De acuerdo al recurrente, era razonable pensar que si el problema sobre su propio desempeño resultaba ser tan pronunciado y de tal magnitud  para la Sra. Villagrán, al punto que ella que tuvo que mencionarlo en “numerosas ocasiones”, era su deber entonces, en calidad de supervisora inmediata, dejar constancia por escrito por lo menos una vez.

En opinión del recurrente, el hecho de que sus supervisoras indiquen que optaron por no documentar estas observaciones para no perjudicarlo, constituye un argumento por demás engañoso, ya que, tomando en cuenta que éstas se refirieron en sus declaraciones a la pobre y desmotivada actitud del recurrente junto con su baja productividad como factores influyentes para considerar su desempeño como insatisfactorio, no se entiende entonces cómo un supervisor imparcial hubiese podido ocultar dicho registro.

Lo anterior constituye en opinión del recurrente, una falta de cumplimiento a las normas que rigen el proceso de evaluación. Una falta de cumplimiento que, en este caso, bien ha podido abrir la posibilidad de una acción arbitraria. 

- No conforme lo anterior, el recurrente también afirma que pesar de su apelación para que se revisara la evaluación del desempeño, el Departamento de Recursos Humanos nunca actuó para revisar o rectificar la evaluación. Señala que ninguna de las revisiones que se realizaron de la evaluación tuvo en consideración información o datos objetivos, convirtiendo la evaluación y el proceso de revisión de la evaluación en una farsa y en un ejercicio totalmente arbitrario, parcial y sin las garantías del debido proceso.

Consecuentemente, el recurrente estima que su evaluación del desempeño insatisfactoria fue motivo suficiente para conceder su puesto reclasificado a otro candidato y, posteriormente, para denegársele la concesión de un contrato continuo después de nueve años de estar cumpliendo o excediendo las expectativas de sus superiores. 

Visto lo anterior, el recurrente alega haber sido desechado por la Organización “como si se tratase de un bien dañado”.
II.2. SOBRE EL BENEFICIO DE LICENCIA POR ENFERMEDAD

- Sobre esta cuestión el recurrente tuvo empeño en alegar que las ausencias por enfermedad no constituyen un fundamento adecuado para determinar la productividad de un empleado y no deben conducir a una evaluación del desempeño negativa. El recurrente menciona que sus ausencias fueron siempre con certificado médico y que las mismas estaban enmarcadas dentro del beneficio de licencia por enfermedad de la Regla de Personal 107.1. A  tal efecto cita el recurrente un extracto de esta regla que dispone que  los funcionarios con contrato a largo plazo como el suyo:

“tendrán derecho a licencia por enfermedad de tres meses como máximo con sueldo completo y de tres meses como máximo con medio sueldo durante cualquier período de un año calendario. Las licencias por enfermedad autorizadas durante un período de cuatro años consecutivos no podrán pasar de dieciocho meses, incluidos nueve meses con sueldo completo y nueve meses con medio sueldo”.

- Por otro lado,  el recurrente alegó que todas sus ausencias se debieron a lesiones sufridas en el cumplimiento de sus funciones y, como tales, debieron haber sido oportunamente notificadas como recursos de compensación por accidente de trabajo. En este sentido, el recurrente se apoya en la Regla de Personal 107.4 señalando que, en cuanto a sus ausencias por enfermedad, éste cumplió con el requisito de avisar lo antes posible a sus supervisores cuando por enfermedad o accidente no pudo acudir al trabajo y que, de la misma forma, tuvo a bien consignar los certificados médicos pertinentes para poder hacer uso de su licencia de enfermedad durante más de tres días laborales. 

Asimismo, el recurrente se apoya en la Regla de Personal 107.1 (a) (iv) indicando que la misma permite el uso de licencia por enfermedad por un total de 520 horas durante un año calendario y un número adicional de 1.560 horas durante cualquier período de cuatro años, por derecho y sin la pérdida de ninguna condición, privilegios o salarios.    

- También para complementar los alegatos anteriores, el recurrente se basa en antecedentes que indican que desde el año 2002 y hasta fines del 2006, este utilizó 276 horas de licencia sin certificar y 638 de licencia por enfermedad con certificado, aduciendo a que, si esto constituye o no una gran cantidad de licencia, dicha conclusión resulta irrelevante, al igual que lo es el hecho de si esta cantidad es mayor al número de horas de licencia por enfermedad que el que han tomado otros funcionarios. 

A criterio del recurrente lo único que resulta relevante es que, de conformidad con el reglamento de personal, esta cantidad de horas de licencia no es demasiado y que la forma en que él procedió fue de acuerdo con las normas establecidas. En efecto, esta afirmación ha sido reconocida por sus supervisoras mediante la aprobación de estas licencias  y mediante la aprobación de todas las licencias por enfermedad utilizadas sin la presentación de un certificado médico. Por tales motivos, no podría ahora el Secretario General ser escuchado para reclamar las ausencias del recurrente.

En la respuesta del Secretario General a la demanda se citan 2.095 horas de ausencia del recurrente ocurridas durante un período de varios años arbitrariamente determinado.  Como señala el recurrente, el hecho importante que continúa sin alteración ante la manipulación y distorsión de la respuesta de la parte recurrida es que las 2.095 horas de ausencia y todas las ausencias del señor Kassar mientras estuvo empleado en la Organización, fueron autorizadas por sus supervisoras de conformidad con el Reglamento de Personal.  Ninguna ausencia fue llevada a cabo sin autorización, ya fueren licencias certificadas, no certificadas o licencias anuales. 
Aun así, comenta el recurrente, en lo que respecta a los cálculos de ausencias presentados por la parte recurrida “es alarmante que estas ausencias ¡incluyan las horas de licencia anual! Uno solamente puede especular que la inclusión de la licencia anual es simplemente un intento desesperado por inflar los números artificial y sustancialmente con el fin de influenciar a los miembros del Tribunal. Este absurdo intento de manipular los datos para presentar al Recurrente en forma falsa está por debajo de la dignidad de cualquier empleador, en particular cuando se trata de una distinguida organización internacional”.
Es así como la parte recurrente manifiesta que la parte recurrida se ha embarcado en una serie de increíbles artilugios cuando dice que el recurrente es culpable de “ausentismo” y aclara que, habiendo cumplido  el recurrente con todos los requisitos para aprovechar el beneficio de licencia por enfermedad, al cual tenía derecho, éste protegió su productividad y desempeño frente a cualquier ataque debido a sus ausencias y, por lo tanto, el uso de la licencia por enfermedad para apoyar una evaluación del desempeño negativa resulta un acto arbitrario y una restricción abusiva de los beneficios que le corresponden, así como un fundamento inadecuado para la evaluación del desempeño.
Así entonces, el recurrente sostiene que dado a que las ausencias fueron el único factor negativo en las calificaciones insatisfactorias que recibió en su evaluación de 2006, la evaluación es errónea y no debió haberse permitido que afectara una  decisión como la renovación de su contrato. En consecuencia, ante la ausencia de una evaluación insatisfactoria, la decisión de no renovar su contrato resultó ser ilegítima.

II.3. SOBRE LAS LESIONES SUFRIDAS POR EL RECURRENTE CON ANTERIORIDAD AL AÑO 2005

Conforme lo señala el recurrente en su escrito de observaciones a la respuesta del Secretario General, la parte recurrida ha querido presentar los daños y perjuicios alegados por el recurrente en una forma irresponsable y carente de una base real con el propósito de presentar al recurrente con una falsa imagen e intentar desorientar al Tribunal con respecto a los hechos de este caso.  

En opinión del recurrente, los esfuerzos de la parte recurrida en ridiculizar las dolencias alegadas por él, han puesto en tela de juicio la integridad de los profesionales de la salud que diagnosticaron, trataron y certificaron sus enfermedades. 

Sobre el particular, el recurrente se pronuncia alegando que las quejas de sus lesiones en el hombro antes de 2005 no estaban en absoluto relacionadas con los daños que sufrió cuando se encontraba en el lugar de trabajo en abril de 2005 y en junio de 2006, afirmando que la parte recurrida estaba muy consciente de ello ya que todos los hechos y circunstancias relacionadas con los problemas de salud anteriores al 2005 fueron puestos a su disposición a medida que ocurrieron.

En la declaración jurada que presenta el recurrente en su escrito de observaciones a la contestación de la demanda, éste menciona lo siguiente:

16. En el período 2002 al 2004 tuve necesidad de varias citas médicas como explico en los siguientes párrafos. 

17. Mi visita al Dr. Unger en abril 29 del 2002, fue un (follow up( a una hospitalización de emergencia, consecuencia de un accidente en la casa de un amigo mientras bajaba de las escaleras.   Primero fui de emergencia  al Hospital de Arlington el día viernes 26 de abril (registrado con certificado  bajo día de enfermedad certificada). Incluyo ambos diagnósticos: el del Dr.  Unger y del Hospital. No era por motivo de dolor de espalda, como lo han querido presentar. 

18. Ese mismo año, el 9 de septiembre, tuve un accidente de  tránsito en la esquina de la calle 21 y la avenida Virginia, en Washington, D.C.,  cerca del Departamento de Estado.  Presenció como testigo el Sr. Jean Michael Arrigí, quien estaba caminando por la vereda enfrente del incidente.  Al cabo de dos días me empezó a molestar mi hombro principalmente y la  parte superior de mi espalda.   Tome alrededor de 28 horas de licencia por enfermedad certificada para realizar la terapia necesaria con el Quiropráctico  Dr. Ahmadiyar, para sanar mi lesión.  Para esta terapia siempre tomé, por lo general, una hora al  final del día de trabajo, para así no afectar mis labores en la biblioteca.  Mi  terapia por dicha lesión finalizó el 22 de noviembre de 2002, como así lo  demuestra tanto mi reporte de licencia mensual y el formulario que llene ese  día dejando saber lo bien que me sentía y recomendando al Dr. Ahmadiyar para  futuros pacientes.

19. Luego visite al Dr. Ahmadiyar en Octubre 26 y 28 del 2004,  simplemente para  ajuste a mi espalda como así lo sugieren los Quiropráctico. 

Con tales declaraciones el recurrente intenta desvirtuar entonces el argumento del Secretario General de que las lesiones alegadas por el recurrente sucedieron con antelación al año 2005.

II.4. SOBRE LOS BENEFICIOS DE COMPENSACIÓN POR ACCIDENTE DE TRABAJO

- Con relación a este punto el recurrente se remonta a principios del mes abril de 2005 en el cual se lesionó la espalda cuando, bajo órdenes de su supervisor directo, estaba moviendo cajas de papel de imprenta que se habían entregado a la Biblioteca. 

También se refiere al 26 de junio de 2006 como la fecha en la cual, al mover los documentos más importantes que se encontraban en riesgo de sufrir daños por las inundaciones recientes, éste se torció la espalda y se vio obligado a dejar el trabajo para procurar atención médica. Según alega el recurrente, en ambas oportunidades comunicó de sus lesiones debida y oportunamente a sus superiores, informándoles además que estaría ausente de su puesto de trabajo debido a la lesión.

En lo que atañe al accidente de 2005, el recurrente alega haber informado a la Sra. Villagrán en forma oral y luego solicitando una reunión con ella y la Jefa de la Biblioteca, lo cual ambas ahora convenientemente niegan.  Asimismo, con respecto al accidente de 2006, el recurrente sostiene haber notificado a la Sra. Villagrán a través de un correo electrónico que  fue leído por aquella el mismo día a la 1:38pm según refleja el sistema de correos ‘Outlook’ de la OEA.
En ambas oportunidades, el recurrente arguye haber cumplido con la Regla de Personal 107.4  la cual establece que cuando un funcionario se ausente del trabajo por enfermedad o lesión relacionada con el trabajo, la ausencia será comunicada con prontitud (normalmente dentro de un plazo máximo de 48 horas) al “funcionario pertinente de la Secretaría General.”

A criterio del recurrente, la interpretación razonable de un “funcionario pertinente de la Secretaría General” debe referirse al supervisor inmediato del funcionario afectado. Para todos los fines administrativos, el funcionario inmediato es el representante del Secretario General. 

En consecuencia, señala el recurrente que si bien la parte recurrida intenta “hacer jueguitos” aduciendo a que el recurrente debió acudir a la página web de la intranet para notificar acerca de su lesión, no puede sin embargo cambiar el hecho de que una enfermedad comunicada al supervisor del funcionario cumple con todos los fines y propósitos de la Regla 107.4. 

En consecuencia, si el “funcionario pertinente de la Secretaría General” es informado sobre un accidente que sufre un funcionario en el lugar de trabajo, es responsabilidad de ése “funcionario pertinente” tomar las medidas necesarias para asegurarse de que la responsabilidad de la Secretaría General esté limitada informando y procediendo adecuadamente sobre tal incidente. El próximo paso entonces sería que este funcionario pertinente de la Secretaría General indique al funcionario accidentado la página de intranet o los formularios que éste deberá llenar o cualquier otra medida que requiera la Secretaría General. 
Así pues, según afirma el recurrente, esta Regla de Personal, la 107.4, es la norma establecida con respecto a la compensación por accidentes de trabajo, y si hay un procedimiento específico que debe cumplirse más allá, lo cierto es que el mismo no se encuentra incluido en dicha regla y por lo tanto no es una norma. La regla es autónoma y autosuficiente y no invoca un juego de adivinanzas sobre cuál debe ser el próximo paso que se debe dar. Este es el papel que le corresponde al “funcionario pertinente de la Secretaría General”.
- Asimismo, el recurrente también hace mención a la Regla de Personal 106.3 que contempla la licencia administrativa, definida como “la autorización que recibe un funcionario para ausentarse del lugar en que regularmente desempeña sus funciones”, entre otras cosas, “por enfermedad o lesión cubierta por el sistema de compensación por accidente del trabajo en virtud de la Regla 107.4”. En esta oportunidad el recurrente insiste en que dado a que la Secretaría General nunca notificó las dos lesiones que el señor Kassar sufrió en la espalda en abril de 2005 y en junio de 2006, durante el desempeño de su trabajo, en consecuencia, nunca se invocaron los beneficios de compensación por accidente de trabajo en su nombre, de conformidad con el Reglamento de Personal.

Como resultado, según afirma el recurrente en su escrito de demanda, los beneficios estipulados en la sección 107.4 del Reglamento de Personal relativa a la compensación por accidente de trabajo le fueron denegados arbitrariamente, y por lo tanto, éste se vio obligado a utilizar su licencia anual, licencia por enfermedad y recursos personales para atender una lesión que era responsabilidad de su empleador. 

- Por último, en lo que respecta a esta cuestión, el recurrente se refiere en su escrito de demanda al Acuerdo de Sede entre la Organización de los Estados Americanos y el Gobierno de los Estados Unidos de América, el cual, al referirse al ordenamiento legal y autoridad a aplicarse en la sede de la Organización, menciona a la Sección 1b. del Artículo XII la cual dispone que a los efectos de establecer “el ordenamiento legal necesario para el ejercicio de sus funciones, la organización tendrá la potestad de elaborar y aplicar dentro de la Sede el derecho interno de la Organización”, que incluye, entre otros organismos de derecho interno e internacional, “las leyes federales, estatales y locales de los Estados Unidos en todos los casos que esas leyes no sean incompatibles con ninguna de las Normas anteriores y su aplicación no interfiera con la capacidad de la organización o de los funcionarios de la Organización de ejercer las funciones de la Organización y alcanzar sus fines”.

Visto lo anterior, el recurrente señala que puede el Tribunal por consiguiente, aplicar la ley de compensación por accidente de trabajo del Distrito de Columbia, cuando el empleador no ha proporcionado la cobertura ni la protección de los mecanismos de compensación por accidente de trabajo de la institución. En este sentido, si bien las disposiciones sobre compensación por accidente de trabajo del Reglamento de Personal de la OEA no dicen nada en cuanto a la posibilidad de que el empleador no proporcione cobertura para las lesiones relacionadas con el trabajo, no obstante, la ley del Distrito de Columbia, establece claramente que:

La compensación a la cual un empleado tiene derecho de conformidad con este capítulo deberá constituir el único remedio del empleado contra el empleador… 

En caso de que un empleador no garantice el pago de la compensación, como lo estipula este capítulo, un empleado lesionado,… puede elegir reclamar su compensación de conformidad con este capítulo, o interponer una acción legal por daños debidos a dicha lesión o muerte. D.C. Código § 36-304 (b) (Exclusividad de responsabilidad y remedio).
Así entonces, alega el recurrente que en la medida en que este Tribunal Administrativo es el árbitro de la ley interna de la Organización, tiene por lo tanto competencia para concederle una compensación por los daños sufridos como consecuencias de las lesiones que son responsabilidad de la Secretaría General. Caso contrario, el recurrente no dispondrá de otra alternativa que interponer una acción legal de conformidad con el artículo anteriormente citado.

III 
ARGUMENTOS DEL SECRETARIO GENERAL

III.1. SOBRE LA EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑO CORRESPONDIENTE AL AÑO 2006

De conformidad con lo alegado por el Secretario General en su contestación a la demanda, la evaluación de desempeño insatisfactorio fue pertinente y basada en los hechos. Ello en virtud de las siguientes premisas:

- Según alega el recurrido, contrario a lo que afirma el recurrente, éste sí fue reiteradamente advertido de su desempeño insatisfactorio durante el año 2006. Al respecto, señala el recurrido que de conformidad con la declaración jurada de la Sra. Villagrán que fuese anexada a su escrito de respuesta, en fechas 26 y 30 de enero de 2007 el recurrente se reunió con la Sra. Villagrán y fue informado del resultado negativo de su calificación. 

El recurrido sostiene que no sólo fue durante enero de 2007, sino también a lo largo del año 2006 cuando la Sra. Villagrán y la Sra. Wharton-Lake se reunieron reiteradamente con él para advertirle de sus faltas, su desempeño desfavorable y su actitud negativa. 

Así, el recurrido sostiene que las supervisoras del recurrente se reunieron con él en febrero de 2006 para expresarle su preocupación por su actitud, su negativa a hacer fotocopias y su ausencia en la reunión inicial sobre un proyecto de código de barras, y que asimismo, le recordaron lo importante que era para él que desempeñara sus tareas y mejorara su actitud en momentos en que el puesto que ocupaba había sido reclasificado. 

Adicionalmente, el recurrido hace mención sobre el memorando de la Sra. Wharton-Lake a la Directora de Recursos Humanos, que fue recibido por el recurrente en fecha 14 de julio de 2006, en el que se indicaba su uso excesivo de licencia por enfermedad certificada y no certificada, así como su incapacidad para desempeñar las tareas del cargo cuando estaba presente y los efectos adversos de esta situación en el ánimo de la oficina. Como dice el recurrido, en un e-mail a la Sra. Wharton Lake acusando recibo de una copia de ese memorando, el recurrente no refutó ni cuestionó en manera alguna esas observaciones estampadas en el memorando.    

Asimismo, el recurrido menciona que la Sra. Wharton-Lake comunicó al recurrente, una vez más el 21 de agosto y, nuevamente el 9 de noviembre de 2006, que ella no tenía obligación alguna de renovar su contrato, y que esto de por sí constituía una advertencia suficiente para el recurrente de que la Jefa del servicio no estaba satisfecha con su desempeño.

- Del mismo modo, el recurrido intenta aclarar que la evaluación insatisfactoria no se basó total sino parcialmente en la licencia por enfermedad certificada del recurrente, ya que, además de la licencia, coexistieron otros elementos “negativos” tales como el hecho de que aún estando presente el recurrente, simplemente no hacía o no podía hacer todo lo que se le requería, sin dejar de mencionar su actitud negativa.

Adicional a estos factores negativos, el recurrido aduce también en su escrito de respuesta, a un uso abusivo de licencia por parte del recurrente, señalando lo siguiente: 

“contrariamente a lo que alega el recurrente no toda la licencia que se tomó en 2006 fue licencia médica certificada. Por el contrario, las pruebas demuestran que la mayor parte de la licencia que tomó en 2006 no fue licencia médica certificada, puesto que  294 horas – alrededor de 61,6% -- de las 477 horas de licencia que tomó ese año consistían en 56 horas de licencia por enfermedad no certificada –el máximo permisible- más otras 248 horas de licencia anual.   Las 56 horas de licencia por enfermedad no certificada están muy por encima de las 13 horas de promedio que tomaron los funcionarios de la Secretaría General y las 248 horas de licencia anual están sustancialmente por encima de las 183 horas de licencia anual que promedialmente tomaron los funcionarios ese año. Y, de las 56 horas de licencia por enfermedad no certificada, con excepción de un día, todas fueron tomadas antes del 26 de junio, el día que dice haberse lesionado; y todas, con excepción de 8 horas, fueron tomadas para alargar un fin de semana o para prolongar la licencia anual”.   

- Por otro lado, otro de los argumentos a los que acude la parte recurrida para defender la pertinencia de la evaluación de desempeño realizada, recae sobre el cumplimiento de las supervisoras en suministrar al recurrente los fundamentos de la evaluación insatisfactoria.

Como señala el recurrido, contrariamente a lo que indica el recurrente, la Sra. Villagrán y la Sra. Wharton-Lake sí comunicaron las razones de su evaluación insatisfactoria en las reuniones de enero de 2007. 

Por un lado, en su reunión con el recurrente el 26 de enero, la Sra. Villagrán le explicó que no había cumplido sus tareas en el proyecto de código de barras que se estaba llevando en la Biblioteca Colón, más que todo por sus numerosas faltas. Asimismo, el recurrido sostiene que el recurrente fue informado de que no había cumplido las tareas asignadas respecto de la colección fotográfica y los procedimientos de distribución automatizada y que, en razón de sus ausencias, sus responsabilidades de fotocopiado, atención de llamadas, servicios de referencias, retiro de libros de los estantes y atención al mostrador de distribución, debieron ser desempeñadas por otros.   

Por otra parte, el recurrido añade que en la reunión del 31 de enero, la Sra. Wharton-Lake, además de referirse a su problema de ausentismo, explicó que su actitud para con el trabajo había sido muy negativa en el primer semestre del año y le recordó que su inexcusable inasistencia a la primera reunión sobre el proyecto de código de barras y su arribo tarde a la siguiente habían sido insatisfactorias.   

No conforme lo anterior señala el recurrido en su escrito de respuesta, que a la planilla de evaluación del recurrente de año 2006 se había adjuntado el memorando que la Jefa de Biblioteca envió al Departamento de Recursos Humanos en fecha 14 de julio de 2006, y que en dicho memorando se explicaban las razones sobre las que se apoyaba la alegada falta de productividad del recurrente. 

-También sobre este punto conviene señalar lo argumentado por el Secretario General en su escrito de comentarios a las observaciones de la respuesta. Como señala el recurrido en dicho escrito, en lo tocante a la evaluación intermedia de desempeño a la cual el recurrente se refiere para alegar la inobservancia de sus supervisoras frente a las directrices contenidas en la Sección II.A del Memorando Administrativo 92, hay que señalar que, durante el ciclo de evaluación correspondiente al año 2005 y  2006, tales evaluaciones intermedias  habían sido suspendidas según señaló la Jefa de Biblioteca Beverly Wharton-Lake en su declaración jurada.  En efecto, ningún funcionario de la biblioteca fue sometido a una evaluación intermedia durante dicho ciclo de evaluación.  

Pero en todo caso, según menciona el recurrido, la Regla de Personal 112.1(a) dispone que los miembros del personal tienen 15 días, a partir de que reciben la notificación sobre cualquier asunto que afecte su interés, para impugnar dicha cuestión solicitando una audiencia con el Secretario General.  En este sentido, ya para fines de julio de 2006, el recurrente tenía por sentado que no se había realizado ninguna evaluación intermedia y, sin embargo, nunca solicitó una audiencia sobre esta cuestión que, según afirma  ahora,  afectó negativamente a sus intereses.

- Finalmente, también con relación a este punto sobre el desempeño del recurrente,  el recurrido sostiene que la afirmación del recurrente de que nadie hizo la tarea que le fuera asignada a él mientras estuvo ausente carece de respaldo en el testimonio de sus superiores y en la lógica dado a que el servicio que debía realizar el recurrente para los usuarios no podía esperar a su regreso. 

Como señala el recurrido, los libros que necesitaban los usuarios cotidianos de la biblioteca debían ser retirados de los estantes; las fotocopias que solicitaban tenían que ser hechas; sus llamados telefónicos debían ser contestados y alguien tenía que atender el mostrador de distribución. Esas tareas requieren la presencia del funcionario al que le fueron asignadas que, en este caso, era el recurrente. En consecuencia, si el recurrente no asistía, lógicamente otra persona tenía que cumplirlas, aparte de sus propias tareas. 

III.2. SOBRE LA DECISIÓN DE LA SECRETARÍA GENERAL DE DESIGNAR A OTRO CANDIDATO PARA EL CARGO RECLASIFICADO.

- En lo que atañe a esta cuestión el recurrido sostiene que la reclasificación del cargo no era parte de ningún plan para no renovar el contrato del recurrente. A criterio del recurrido existían de por sí múltiples razones para no renovar el contrato del recurrente cuando caducó el 31 de diciembre de 2006, sin recurrir a maquinaciones tan elaboradas. Por ejemplo: sus faltas excesivas al trabajo en relación con los demás funcionarios; su actitud negativa cuando se encontraba en el trabajo; su queja periódica de que no podía cumplir las tareas asignadas como el fotocopiado; su incumplimiento en el trabajo de equipo en el proyecto del código de barras, entre otros. Cualquiera de estos, de por sí, hubieran sido causa suficiente para decidir no renovar el contrato al recurrente.

Asimismo, el recurrido insiste en recalcar que fue el mismo recurrente quien solicitó a la Sra. Wharton-Lake la reclasificación del cargo G-5 que ocupaba, y no la Secretaría General. 

- Por demás, el recurrido desea demostrar que el procedimiento de selección fue objetivo y dio lugar a la selección del mejor candidato para el cargo, y que si el recurrente no quedó seleccionado, ello no se debe únicamente a su evaluación insatisfactoria. A este respecto, el recurrido manifiesta que la evaluación durante el proceso de selección se basó en los propios méritos de los concursantes con la incidencia de una serie de factores adicionales como una entrevista; la evaluación de las aspiraciones presentadas; la información contenida en las mismas y los índices de efectividad; y la competencia e integridad reflejados en el formulario de evaluación.   

Siendo esto así, el recurrido pone en tela de juicio la posibilidad de que el recurrente, aún teniendo una evaluación satisfactoria, hubiese sido calificado como un candidato mejor que la Sra. Daroytti dado a que sus faltas excesivas, independientemente de que tuviera derecho o no a incurrir en ellas, lo hacían menos confiable que la Sra. Dayrotti para realizar algunas de las funciones que exigía el cargo. Más aún, el recurrente demostró descuido en su solicitud, al no actualizar y corregir la carta de presentación; su historia personal contenía falsedades con respecto a los proyectos que afirmaba haber realizado para la Biblioteca; y, además,  en la entrevista realizada, no se centró en las responsabilidades del cargo.


III.3. SOBRE LA DENEGACIÓN DE UN CONTRATO CONTINUO AL RECURRENTE

- Sobre el particular, la parte recurrida manifiesta que la desestimación de la solicitud del recurrente de un contrato continuo en mayo de 2007 fue la consecuencia inevitable de su evaluación de desempeño insatisfactorio y la pérdida de su anterior cargo financiado por el Fondo Regular en el proceso de selección, aclarando que cualquiera de estos dos elementos, de por sí, lo descalificaba para el otorgamiento de un contrato continuo.   Ello en virtud del Artículo 19(a) de las Normas Generales, el cual, en la Subsección (i) establece que un desempeño insatisfactorio en los últimos tres años impide conceder ese contrato. 

- Adicionalmente, el recurrido se refiere al requisito de que el Subsecretario de Administración certifique, en base a previsiones razonables, que existirá financiamiento del Fondo Regular para el contrato en los tres años siguientes, lo cual no podía en este caso ser posible dado a que, una vez que el recurrente había perdido el concurso para el cargo financiado por el Fondo Regular que previamente había ocupado, los recursos de dicho Fondo debían en lo adelante destinarse al financiamiento de la remuneración de la Sra. Daroytti, ganadora de ese cargo. 

- Finalmente, el recurrido menciona que otro requisito de elegibilidad para un contrato continuo es que el Director solicitante certifique que las habilidades del aspirante satisfacen las necesidades del programa. En este caso, la Sra. Wharton-Lake no efectuó esa certificación, sino que más bien estableció por escrito que el desempeño del recurrente había demostrado que este no contaba con las habilidades necesarias para desempeñar las funciones de su cargo.

III.4.SOBRE LAS LESIONES ALEGADAS POR EL RECURRENTE

- El recurrido en este punto toma nota de la alegación del recurrente de que se lesionó la espalda cumpliendo las funciones que se le asignaron en el lugar de trabajo, en abril de 2005  y en junio de 2006, reivindicando el derecho a una indemnización laboral en relación con las alegadas lesiones. 

Con respecto a la anterior afirmación del recurrente, el recurrido se pronuncia aduciendo que ya con anterioridad al año 2005, el recurrente sufrió lesiones en la espalda fuera de su lugar de trabajo. 

Como sostiene el recurrido, cuando el recurrente habló de su lesión con una funcionaria del Departamento de Recursos Humanos, éste le dijo que originalmente se había lesionado la espalda en un accidente de automóvil. Esto está corroborado por una carta que el recurrente pidió a la Sra. Lesley Zark en enero de 2003, para entonces especialista principal de Recursos Humanos, en la cual se especifica que el recurrente estuvo ausente del trabajo con licencia por enfermedad para visitar al quiropráctico por un total de 30 horas, del 11 de septiembre al 22 de noviembre de 2002, y que su ingreso libre de impuestos de Estados Unidos durante ese período fue de US$18 por hora. 

Asimismo, el recurrido manifiesta que las boletas de licencia del recurrente correspondientes al 2002 corroboran que tuvo problemas de espalda en dicho año. En efecto, hubo una visita a cirujanos ortopédicos en abril de 2002 y 26 visitas al quiropráctico entre los meses de septiembre y diciembre del mismo año.   

- En otro orden de ideas, el recurrido desea resaltar que el recurrente no comunicó ninguna lesión de la espalda relacionada con el trabajo en 2005. En este caso, si bien el recurrente afirma haber solicitado a la Sra. Wharton-Lake el 7 de abril una reunión para conversar sobre su alegada lesión, no obstante, la Sra. Wharton-Lake declaró bajo juramento que en la reunión del 7 de abril se trataron sólo dos cuestiones: el pedido del recurrente de reclasificación del cargo que ocupaba y su solicitud de un puesto de estacionamiento en el Edificio Administrativo. No se hizo mención a una lesión en la espalda en el lugar de trabajo.    

- Con respecto a la presunta lesión del recurrente de fecha 26 de junio de 2006, el recurrido considera necesario hacer notar que el recurrente nunca comunicó sobre dicha lesión a la Unidad de Salud, dentro del período de 48 horas dispuesto por la Regla de Personal 107.4 y la política vigente. 

En opinión de la parte recurrida, el e-mail del recurrente de fecha 26 de junio de 2006, que indica a su supervisora que había abandonado el trabajo para visitar al quiropráctico porque se había “molestado” la espalda moviendo cajas, es un mensaje confuso dado a que no empleó palabras claras que indicaran una lesión, tales como “lastimar,” “lesionar”, “dañar” o “herir”.  Al mismo tiempo, el recurrido alega que dicho e-mail no presenta el tipo de información detallada que requiere la comunicación de un accidente relacionado con el trabajo y que hubiera habilitado a la Unidad de Salud del Departamento de Recursos Humanos a efectuar la correspondiente investigación de un accidente y lesión en el trabajo, de acuerdo con la Regla de Personal 107.4 (b).   

El recurrente, comenta el recurrido, no proporcionó a su supervisora ningún tipo de información sustancial en relación con su presunta lesión y con las circunstancias en que se habría producido sino hasta el 18 de julio de 2006, unas tres semanas después de que presuntamente ocurriera. Ello respondía a un memorando de la Sra. Wharton-Lake de 14 de julio de 2006 en que solicitaba una evaluación médica y el traslado del recurrente. Adicionalmente, el recurrente nunca llenó el formulario sobre lesiones sufridas en el trabajo que hubiera brindado a la Unidad de Salud los elementos para efectuar y tramitar una reivindicación por ello en su nombre. 

- Ahora bien, en cuanto al reclamo directo del recurrente de la calificación de discapacidad y de pagos por discapacidad contenidos en su escrito de demanda, el recurrido sostiene que el peso de la prueba refleja que, cualquiera que sea la lesión que dice haber sufrido el 26 de junio de 2006, la misma no tiene carácter permanente ni grave. Este análisis se basa en el hecho de que el propio médico del recurrente, el Dr. Lin, nunca adjudicó a sus lesiones la gravedad suficiente para referirlo a un especialista y en que, además,  cuando el recurrido quiso que el recurrente se viese con un especialista en abril de 2007, para determinar su condición médica para ejercer otros cargos en la Secretaría General, o su elegibilidad para una pensión por discapacidad, el recurrente manifestó considerar irrelevante la realización de dicha consulta ya que en su opinión resultaba “innecesario investigar sobre una lesión que en su criterio ya no existe”.  
III.5.SOBRE EL BENEFICIO DE COMPENSACIÓN POR ACCIDENTE DE TRABAJO

- Con ocasión a la solicitud de indemnización del recurrente, el recurrido señala que conforme a la Regla de Personal 107.4 (h) y a los principios generales del estoppel, dicha indemnización le está impedida.

El recurrido en este punto aduce a la Regla de Personal 107.4 (h) que establece que la negativa de una persona a someterse a un examen médico como condición para recibir y los beneficios indemnizatorios para el trabajador “determinará la caducación de todo derecho del funcionario a recibir pagos u otros beneficios de la Secretaría General en relación con dicha lesión o enfermedad”. En consecuencia, al negarse el recurrente a un examen médico cuando la Secretaría General se lo pidió en abril de 2007, como posible condición para recibir beneficios por discapacidad, el recurrente perdió el derecho a solicitar los beneficios o pagos de la OEA en relación con las lesiones que ahora alega.

- Adicionalmente, el recurrido hace mención al principio del estoppel y arguye que,  al afirmar el recurrente en abril de 2007 que ya no sufría una lesión y negarse al examen médico que le fuese requerido por la Secretaría General con base a dicha afirmación, no se puede tomar en serio que el recurrente sostenga lo contrario en la presente acción. 

III.6. SOBRE LA NO RENOVACIÓN DEL CONTRATO DEL RECURRENTE

- En lo que atañe a esta cuestión la parte recurrida afirma que, aún cuando los hechos alegados por el recurrente fuesen verdaderos, que según el recurrido no lo son, la decisión de no renovar su contrato no hubiera constituido un abuso de discrecionalidad según la legislación interna de la Organización. A tal efecto, procede el recurrido a invocar a la Regla de Personal 107.4(k) la cual permite que el Secretario General decida no renovar el contrato del funcionario que padece de lesiones en el trabajo cuando dicho contrato expira. 

Esta norma establece lo siguiente:

(k)  Ninguno de los términos de la presente regla deberá interpretarse en el sentido de que otorga al funcionario que no es de carrera, cuyo contrato vence mientras padece una enfermedad o lesión relacionada con el trabajo, el derecho a una renovación o prórroga del empleo más allá de la fecha de vencimiento de su contrato o nombramiento.

Así entonces, el recurrido se apoya en la citada regla que admite expresamente la no renovación de contratos en los casos en que se demuestre que el empleado no ha sido capaz o no ha querido desempeñar las funciones asignadas debido a problemas de salud o a lesiones laborales, a fin de descartar la alegación del recurrente de que la no renovación de su contrato fue consecuencia de un abuso de discrecionalidad.  

- Adicionalmente, el recurrido  considera que las razones para la no renovación eran diversas y que cada una de ellas eran suficientes de por sí. Primero, la evaluación de desempeño insatisfactorio, luego, todos los factores que dieron lugar a la evaluación insatisfactoria tales como: la licencia excesiva del recurrente y la consiguiente imposibilidad de contar con él en el lugar de trabajo; su admitida falta de motivación; su actitud negativa cuando estaba en el trabajo, y su incapacidad de desempeñar algunas de las tareas que debía cumplir cuando estaba presente. Asimismo, incluso el hecho de que el recurrente perdiera su cargo para el cual fue originalmente contratado una vez que el mismo fuera reclasificado conforme a su solicitud, también impedía de antemano la renovación de su contrato dado que perdió el financiamiento del Fondo Regular.   

- Finalmente, el recurrido se pronuncia sobre la alegación del recurrente de que al negarse  la Secretaría en renovarle su contrato, este fue descartado de la Organización como si se tratase de “un objeto dañado”. Sobre el particular, el recurrido alega que esto no sólo no es verdad, sino que además es una alegación injusta para la Secretaría General quien, sin tener obligación legal de hacerlo, se empeñó en ubicar al recurrente en otro cargo y en someterlo al examen de un especialista para determinar si las lesiones alegadas le permitirían obtener una pensión por incapacidad o, en su defecto, le permitían ejercer otros cargos en la Secretaría General. Adicionalmente, el recurrido señala que no conforme lo anterior, le ofreció al recurrente un “nuevo comienzo” con un contrato diferente y un supervisor diferente en el área de Conferencias y Reuniones, siendo el caso que el recurrente rechazó estos dos gestos.

 En consecuencia, dado a que el recurrente perdió el concurso para el cargo reclasificado que había ocupado, y por demás había rechazado el ofrecimiento de otro cargo, no había entonces otra opción que separarlo del servicio el 30 de junio de 2007.  
IV. 
CONSIDERACIONES DE HECHO Y DE DERECHO

IV.1 Sobre la alegación de un accidente de trabajo como causa que afectara el desempeño del recurrente.
Vistas las pruebas aportadas a la causa por las partes recurrente y recurrida, recibido el correspondiente informe pericial  y, teniéndose en cuenta el artículo 107.4 del Reglamento de Personal, este órgano considera que  no existen suficientes evidencias que indiquen la condición médica del recurrente, razón por la cual, el Tribunal no encuentra mérito para asignar una situación encuadrable en un accidente de trabajo. Esto se refuerza además por las siguientes situaciones:

a. Al sentir el recurrente según sus propias manifestaciones, dolencias por el tipo de tareas (abril del 2005) no siguió los procedimientos prescriptos para denunciar el problema, no siendo creíble que ignorara los reglamentos, por cuanto es una persona culta, preparada y activa, siendo sus habilidades (informático y personal de biblioteca). 

En las reuniones solicitadas por el recurrente en abril de 2005 (foja 108) contemporáneas a la lesión alegada, el problema de salud del recurrente no fue planteado, sino una nueva asignación de funciones. El recurrente notificó de su presunta lesión siguiendo las normas de la Organización en esta materia, casi 15 meses después de ocurridos los hechos alegados por él, según consta en el relato del recurso (foja 121).   

b.  En otra ocasión, el recurrente estimó irrelevante la indicación de someterse a un examen médico tal y como le fuese propuesto por la Secretaría General (fojas 368 y 510).   

c. Por otra parte, en adición a lo anterior, cabe destacar que el recurrente, al momento de aplicar por una nueva posición, indicó en el formulario respectivo, que no tenía problemas de salud (foja 178 punto 23).

IV.2 Sobre el proceder de la Secretaría General.

A. La dilación del Comité de Revisión de la Evaluación.

El Tribunal observa claramente cómo a partir de la evaluación de 2006, la única que presenta el recurrente dentro de su trayectoria en la Organización, se originan una serie de acontecimientos que culminaron con la terminación de sus servicios.

En consecuencia, habiendo sido esta evaluación controvertida un factor importante a considerar tanto en el concurso del recurrente por su puesto reclasificado, como en el concurso para optar por un contrato continuo, debieron entonces, el Comité de Selección y Ascensos (que recomendó  otro candidato para el puesto) y el Departamento de Recursos Humanos (que denegó al funcionario un contrato continuo), esperar el informe del Comité de Revisión de Evaluación de Desempeño, dado a que este Comité de Revisión bien pudo haber considerado como errónea la calificación de “insatisfactorio” otorgada previamente al desempeño del recurrente, quien pudo haber sido elegible tanto para un contrato continuo, como para recuperar el cargo que satisfactoriamente había ejercido durante 8 años en la Organización.

No obstante, ni el Comité de Selección y Ascensos, ni el Departamento de Recursos Humanos esperaron la decisión del Comité de Revisión y, por ende, tanto en el concurso para el cargo reclasificado (que culmina en abril), como en el concurso para contrato continuo (que culmina en mayo), el recurrente fue evaluado teniendo en su haber una evaluación negativa en sus registros. En consecuencia, el recurrente fue perjudicado en cuanto a su oportunidad de competir en mejores condiciones.

Sobre el particular, cabe hacer mención a la Sección II del Memorando Administrativo 92 el cual describe el procedimiento a seguir para apelar una evaluación. En él queda claro que hasta tanto no se incorpore al Reglamento de Personal un procedimiento específico para apelar los resultados de una evaluación de desempeño, el procedimiento a seguir en estos casos serán los contenidos en el Capitulo XII del Reglamento de Personal, a saber, el procedimiento de Audiencia y  Reconsideración.

A la luz de lo anterior si de conformidad con el Capitulo XII del Reglamento de Personal el interesado deberá ser notificado sobre la decisión del Secretario General dentro un plazo máximo de 23 días luego de solicitada la audiencia, “mutatis mutandi” en los casos de apelación de evaluaciones de desempeño, el recurrente debió haber sido notificado en un plazo no mayor de 23 días, cuando en realidad le insumió al Comité de Revisión alrededor de 5 meses.

Esta falta de parte de la Secretaría General originó una serie de perjuicios para el recurrente el cual, como se dijo,  ante la falta de pronunciamiento del Comité de Revisión, no fue recomendado para el concurso de su cargo (en abril de 2007) y, al mismo tiempo, fue descalificado a priori en el concurso para contratos continuos (en mayo de 2007), dado a que como bien señala el artículo 19 de las Normas Generales para el funcionamiento de la Secretaría General, a efectos de concursar por un contrato continuo, el funcionario debe tener evaluaciones de desempeño satisfactorias.

B. La limitación del informe del Comité de Revisión de Evaluación y la interpretación del Departamento de Recursos Humanos ha dicho informe.

El Comité de Selección y Ascensos procede a recomendar el 2 abril de 2007 a la Sra. Rosario Daroytti para sustituir al recurrente en el ejercicio de su cargo, procediendo el Secretario General el mismo día, a confirmar dicha recomendación (Foja 345). Esta selección, como se vio, fue efectuada con antelación al pronunciamiento del Comité de Revisión de Evaluación, quien emite su informe en junio 2007.

En relación a este punto cabría decir que, aún cuando el nombramiento de la Sra. Daroytti ya se hubiese realizado, era imperativo para el Departamento de Recursos Humanos y para el Secretario General, una vez que el  Comité de Revisión emitió su informe en junio de 2007, el cerciorarse de que dicho Comité de Revisión confirmase claramente el carácter de insatisfactorio del desempeño del recurrente antes de reconfirmar el nombramiento de la Sra. Daroytti.

En efecto, el oficial de audiencias Francisco Pilloti, en su respectivo informe final de audiencia sobre la selección de otro candidato señaló que “En la evaluación de los candidatos postulantes al cargo, la responsable del área interesada (Biblioteca Colón), asigna 15 de un total de 20 puntos al candidato Kassar en la sección referida a la “eficiencia en el trabajo”, fundamentando este puntaje en el desempeño de Juan Kassar durante 2005 y 2006. Considerando que la evaluación de desempeño correspondiente a 2006 fue impugnada por el Sr. Kassar, resulta indispensable considerar los resultados alcanzados sobre el particular por el Comité de Revisión de Evaluación del Desempeño en su informe de fecha 1 de junio de 2007”. Asimismo, recomendó el Oficial de Audiencia “analizar exhaustivamente el informe presentado por el Comité de Revisión de Evaluación del Desempeño de fecha 1 de junio de 2007, a fin de verificar la compatibilidad de sus resultados con la decisión adoptada por el Comité Asesor de Selección y Ascensos y aprobada por el Secretario General el 2 de abril de 2007”

Se estima que no debía el Departamento de Recursos Humanos en su carta de fecha 20 de julio de 2007, dar por sentado que la evaluación del período 2006 fue realizada “correctamente” si, por otro lado, en el numeral 3 del informe del Comité de Revisión de la Evaluación de Desempeño, claramente se indicó que la evaluación adolecía de ciertas deficiencias.

En este sentido, si bien el Comité de Revisión de Evaluación fue un poco ambiguo y sobretodo escueto en su respectivo informe (tomando en cuenta que tuvo alrededor de 4 meses para prepararlo), no obstante, si en algo hizo énfasis el referido Comité, fue en las deficiencias contenidas en la evaluación del 2006, por lo tanto, resulta inexplicable que la Secretaría General haya tomado como base, para tomar una decisión tan importante de la cual dependía el futuro profesional del recurrente en la Organización, sólo una parte del informe, la que dice que el proceso se llevó correctamente (numeral 1), sin considerar el resto de los análisis sobre las deficiencias del contenido de la evaluación (numeral 3), y sobretodo, lo más grave, haciendo caso omiso a la recomendación final del Comité el cual, si bien no recomienda expresamente que se modifique la evaluación, tampoco se pronuncia expresamente sugiriendo mantener la misma, antes bien, al contrario, si algo dice expresamente, es que la evaluación de desempeño del año 2006 adoleció de los siguientes problemas (Foja 581):La evaluación se pudo documentar mejor por parte de las supervisoras; las ausencias alegadas por las supervisoras “muchas de las cuales fueron reportadas con licencias por enfermedad durante la segunda mitad del año” resultan insuficientes para mostrar las dificultades que tuvieron que enfrentar las partes en el año 2006; y, las declaraciones en materia de ausencia pudieron haberse planteado y tratado anteriormente durante el periodo de evaluación.

C. La retención de información en perjuicio del recurrente.

En relación a este punto, conviene señalar que, si bien en la citada carta de fecha 20 de julio de 2007, la Directora de Recursos Humanos informa al recurrente que copia del informe del Comité de Revisión de Evaluación habría de ser anexada al legajo personal de este, no obstante,  como bien se percató este Tribunal a partir de la declaración de la Directora del Departamento de Recursos Humanos, Rosa María Barreiro, en su testimonio oral rendido ante este Tribunal en audiencia pública efectuada el 9 de abril de 2008, no se le suministró copia del referido informe del Comité de Revisión de Evaluación de Desempeño por el cual había estado esperando durante 5 meses. De lo anterior se deduce que no fue sino hasta la llegada del presente recurso al Tribunal Administrativo [al momento en que la parte recurrida presentó su escrito de contestación a la demanda con el referido informe anexo (foja 579)], cuando pudo el recurrente conocer por vez primera el contenido del informe del Comité de Evaluación de Desempeño, esto es, 4 meses después de emitido el mismo.

Del mismo modo en que le fue remitido al recurrente en fecha 30 de octubre de 2007, copia de la decisión definitiva del Secretario General y copia del Informe del Comité de Reconsideración (Foja 604), debió de habérsele remitido copia del Informe del Comité de Revisión de la Evaluación del Desempeño, lo cual fue omitido por la Secretaría General. 

En relación a este punto, queda claro que esta situación constituye una falta de parte de la Secretaría General quien, al negarle al recurrente el acceso que por derecho le corresponde a la información emitida por el Comité de Revisión de la Evaluación, lo limitó a ejercer con mayor plenitud su derecho de defensa, menoscabando asimismo su derecho de acceso a la información.

D. El ofrecimiento al recurrente de un contrato de nivel G-5 un día antes de su separación de la Secretaría General.

Tal y como indica el Comité de Reconsideración (foja 595), el 29 de junio de 2007, exactamente un día antes de la separación del recurrente de la Organización, la Secretaría General consiente en ofrecerle al recurrente un contrato “Serie A” por un período de seis meses sin derecho a renovación,  bajo la condición de que el recurrente renunciase a sus derechos de apelar al proceso de selección para el cargo reclasificado y el contrato continuo.  

Según afirma la parte recurrida en su escrito de contestación a la demanda (véanse fojas 378 y 574): “El contrato ofrecía al recurrente un “nuevo comienzo” en la Secretaría, con nuevos supervisores y con atractivas nuevas funciones. A cambio de un nuevo comienzo, que la Secretaría no tenía obligación alguna de ofrecerle, el contrato requería que el recurrente retirara unas reivindicaciones que había presentado contra la Secretaría en relación con su evaluación insatisfactoria de 2006, la selección de Técnico de Biblioteca G-6 y la decisión de no otorgarle un contrato continuo.”  

El Tribunal Administrativo revisó minuciosamente el contenido de dicho contrato siendo menester citar los siguientes párrafos incluidos en los términos de referencia del mismo:

”La duración será de un período de seis meses, desde el  1 de julio 2007 hasta el 31 de diciembre 2007, sin derecho a renovación (…). Por medio de este Acuerdo, el sr. Juan Kassar ahora y por siempre renuncia todos los reclamos, peticiones, recursos, acciones, y demandas que el tenga y que el pudiera tener en el futuro con respecto a, derivado de, y que surjan de, su empleo con la SG/OEA incluye, pero no se limite a, los recursos y peticiones que el ya ha iniciado con respecto a sus evaluaciones de desempeño; con respecto a la decisión de nombrar otro funcionario al cargo que el actualmente ocupa; y con respecto a la decisión de no contratarle con un contrato continuo y dejar que su contrato actual de termino fijo expira sin renovación.” (…). Inmediatamente después de su firma del nuevo contrato mencionado en el Artículo II de este Acuerdo, los reclamos y peticiones que el Sr. Juan Kassar ya ha interpuesto con respecto a su empleo quedará definitivamente retirados y extinguidos”.

Este Tribunal lamenta profundamente las tácticas empleadas por la Organización a su personal. El recurrente habría sido impedido de ejercer un derecho fundamental como lo es el derecho de defensa, ante cualquier trasgresión a sus derechos derivada de su contratación en la Secretaría General.

E. El bajo nivel de asistencia como base para calificar a un desempeño como negativo.

Asimismo, en cuanto la legalidad del uso extendido al límite de las ausencias justificadas merece esta precisión: Puede ser legal pero no correcto en términos de lealtad y diligencia para con el empleador.

Las faltas sin acreditación médica, sus coincidencias con días no laborables, las migrañas no denunciadas, generan razonables dudas en este Tribunal en relación con su leal utilización de licencia (fojas 364 y 365).  El uso de las faltas permitidas no puede merecer sanción, pero no es menos cierto que genera una disfuncionalidad en la Organización, lo cual es admitido por el propio recurrente al señalar “…estoy muy apenado por las inconveniencias que mi enfermedad ha causado a la Biblioteca y mis compañeros de trabajo” (foja 157).

No obstante, en este caso durante el proceso de evaluación los supervisores no suministraron al recurrente, así como tampoco anexaron al escrito de evaluación, ningún reporte de asistencias en el cual justificaran su argumento de “ausencias extendidas”.

No es sino al momento en que el Comité de Reconsideración entra a analizar el caso cuando la Jefa de Biblioteca Beverly Wharton-Lake, procede a suministrar los reportes de asistencia elaborados por ella misma, al mencionado Comité (foja 596), siendo el caso que dichos reportes señalaban que “Sr. Kassar tomó 273 horas de licencia médica certificada y 112 horas de licencia médica no certificada en ese período”.

Fue la opinión del Comité de Reconsideración en base a los informes que les fueron presentados, que las ausencias frecuentes del recurrente no justifican la necesidad de transferir a este a un departamento diferente para no renovar su contrato (Foja 597). Por lo tanto, el Tribunal no considera que procede el argumento del Secretario General según el cual la evaluación insatisfactoria del recurrente, se encuentre debidamente respaldada en base a sus ausencias extendidas, todo lo cual fue además expresamente confirmado por la Directora del Departamento de Recursos Humanos, Sra. Rosa María Barreiro, durante su testimonio rendido ante este Tribunal en audiencia pública celebrada en fecha 9 de abril de 2008.
V. CONCLUSIONES

En virtud de lo anterior, este Tribunal arriba a la parte dispositiva de la presente sentencia acordando una suma resarcitoria para el recurrente por los perjuicios que le fueren causados por la Secretaría General, en función de:

1. La dilación de alrededor de 4 meses en que incurriese el Comité de Revisión de la Evaluación de Desempeño en emitir su informe, y la falta de diligencia de la Secretaría General en agilizar este proceso, lo que ocasionó que el recurrente fuese descalificado a priori del concurso de contrato continuo en virtud de lo dispuesto en el artículo 19 de las Normas Generales para el funcionamiento de la Secretaría General, así como el perjuicio que se le causó al recurrente en el concurso de su cargo reclasificado; 

2. El no  hacerle llegar al recurrente, junto con la carta del 20 de julio de 2007, copia del Informe del Comité de Evaluación de Desempeño, menoscabando así el derecho de acceso a la información y el derecho de defensa de la parte recurrente en los procesos administrativos previos a la llegada del presente caso al Tribunal;

3. Por aprobar el Comité de Selección y Ascensos la recomendación de la Jefa de Biblioteca Colón, Señora Beverly Wharton-Lake, sobre otorgar el puesto a otro candidato, sin esperar el informe del Comité de Revisión de Evaluación de Desempeño referente al caso del recurrente; y

4. Por el proceder de la Secretaría General al ofrecerle un nuevo contrato al recurrente bajo la condición de que éste renunciase no sólo a sus derechos de apelar por la pérdida de su contrato reclasificado y a la denegación de su contrato continuo, sino a cualquier otra acción que le correspondiese ejercer en un futuro en virtud de su derecho de defensa, con respecto a su empleo en la Secretaría General.

En consecuencia, el Tribunal Administrativo de la Organización de Estados Americanos, teniendo en cuenta las consideraciones de hecho y de derecho que se registran en los párrafos precedentes, 

RESUELVE, por unanimidad:

1. Rechazar la solicitud del recurrente de anular la evaluación de desempeño correspondiente al año 2006.

2. Rechazar la solicitud del recurrente de renovar el contrato de largo plazo o de asignarle una compensación de tres sueldos anuales.

3. Rechazar la petición del recurrente de otorgarle una calificación parcial de discapacidad permanente. 

4.  Indicar a la Secretaría General de la OEA que, utilizar plenamente las licencias admitidas, no resulta un fundamento para considerar negativamente el desempeño de un empleado.

5. Fijar el pago por parte de la Secretaría General al recurrente del equivalente a dieciocho (18) meses de salario básico correspondiente a la categoría G-6, dentro del plazo de sesenta (60) días a partir de la fecha de la notificación de esta decisión.

6. Imponer los costos profesionales del apoderado del recurrente a la Secretaría General, fijando sus honorarios a razón de un 15% del resarcimiento a ser abonado en base al monto establecido en el párrafo anterior. 

7. Instar al Secretario General  de la OEA  la promoción de  un sumario que determine  las siguientes responsabilidades administrativas: la morosidad en resolver la implementación del procedimiento de revisión de la evaluación; por la falta de entrega de información oportuna al recurrente; y por haber ordenado, diseñado y tratar de implementar un acuerdo en el cual el trabajador renuncia a todos sus derechos.

8. Declarar de interés para este Tribunal conocer las medidas adoptadas por el Secretario General de la OEA, como consecuencia del contenido de esta sentencia.

Notifíquese.

                                                        Juez Alma Montenegro de Fletcher

Presidenta

Juez Albert N.J. Matthew                                      Juez Andre Surena

Juez Héctor Enrique Arce Zaconeta                        Juez Homero Máximo Bibiloni

Reinaldo Rodríguez Gallad

Secretario del Tribunal
Panamá, República de Panamá, 11 de abril de 2008.
Anexo II
LVI PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES DE TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS
9 al 11 de abril de 2008
                                                                                                                              OEA/Ser.R

 


              


                  TRIBAD/RES.358
 







             11 de abril de 2008

 



                Original: Español

RESOLUCIÓN 358 (LVI-O/08)

PROYECTO DE ENMIENDA DEL REGLAMENTO 

DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO
 (Aprobada en la séptima sesión celebrada el 11 de abril de 2008)

EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS,

CONSIDERANDO:


Que de conformidad con el Artículo XIII del Estatuto del Tribunal Administrativo, el Tribunal adoptará su propio Reglamento;


Que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 60 del Reglamento del Tribunal Administrativo, el Reglamento podrá ser enmendado por el propio Tribunal en cualquiera de sus períodos de sesiones, previa aprobación de la mayoría de sus miembros; y
TENIENDO EN CUENTA que en el LIII período ordinario de sesiones, los miembros del Tribunal Administrativo reconocieron la necesidad de enmendar algunas disposiciones tanto del Estatuto como del Reglamento del Tribunal Administrativo atendiendo a razones de economía y celeridad procesal; 

RESUELVE:

1. Recibir el anteproyecto de enmienda del Reglamento del Tribunal Administrativo que ha sido presentado por la Secretaría del Tribunal durante el LVI periodo ordinario de sesiones del Tribunal Administrativo.

2. Solicitar a la Secretaría del Tribunal Administrativo que prepare el Proyecto de Enmienda al Reglamento del Tribunal  indicando las razones de hecho y de derecho que dan lugar a su modificación con base a las observaciones que deseen presentar los miembros del Tribunal.

3. Acordar la discusión y subsiguiente aprobación del proyecto de enmienda del Reglamento del Tribunal, durante la celebración del próximo período de sesiones del Tribunal Administrativo de la OEA.
Notifíquese,
Juez Alma Montenegro de Fletcher

Presidenta

                       Juez Albert N.J. Matthew                                      Juez Andre Surena                                       

  Juez Héctor Enrique Arce Zaconeta                                         Juez Homero Máximo Bibiloni                              

Reinaldo Rodríguez Gallad

Secretario del Tribunal

Panamá, República de Panamá, 11 de abril de 2008   
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RESOLUCIÓN 359 (LVI-O/08)

VOTO DE AGRADECIMIENTO AL GOBIERNO DE PANAMA

 (Aprobada en la séptima sesión celebrada el 11 de abril de 2008)

EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS,

CONSIDERANDO:


Que de conformidad con el artículo 11 del Reglamento del Tribunal Administrativo, el Presidente del Tribunal podrá convocar los períodos de sesiones fuera de la sede de la Secretaría General, previa autorización del Gobierno del respectivo Estado Miembro  y de los miembros del Tribunal; y
Que el LVI período ordinario de sesiones de Tribunal Administrativo de la Organización de los Estados Americanos tuvo lugar en Panamá, República de Panamá, del 9 al 11 de abril de 2008;

RESUELVE:

4. Expresar su agradecimiento al pueblo y al Gobierno de la República de Panamá por su cálida hospitalidad durante el desarrollo del LVI período ordinario de sesiones de Tribunal Administrativo de la Organización de los Estados Americanos.
5. Felicitar a la  Juez Alma Montenegro de Fletcher, por su valiosa iniciativa en ofrecer sede para la celebración del LVI período ordinario de sesiones de Tribunal Administrativo de la Organización de los Estados Americanos en la ciudad de Panamá, y por su destacada labor como Presidenta del Tribunal Administrativo en el presente período.
6. Agradecer al Ministerio de Relaciones Exteriores de Panamá y a su personal, por su valiosa contribución logística antes y durante la consecución del LVI período ordinario de sesiones de Tribunal Administrativo de la Organización de los Estados Americanos.
7. Expresar su reconocimiento y gratitud al Embajador Arístides Royo, Representante Permanente de la República de Panamá ante la OEA y a la Misión, quienes con gran eficiencia, dedicación y profesionalismo contribuyeron a llevar a buen término el LVI período ordinario de sesiones de Tribunal Administrativo de la Organización de los Estados Americanos.  

Notifíquese,
Juez Alma Montenegro de Fletcher

Presidenta

                       Juez Albert N.J. Matthew                                      Juez Andre Surena                                       

  Juez Héctor Enrique Arce Zaconeta                                         Juez Homero Máximo Bibiloni                              

Reinaldo Rodríguez Gallad

Secretario del Tribunal

Panamá, República de Panamá, 11 de abril de 2008                
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RESOLUCIÓN 360 (LVI-O/08)

INADMISIBILIDAD DE DOCUMENTOS
 (Aprobada en la quinta sesión celebrada el 11 de abril de 2008)

EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS,

CONSIDERANDO:


Que la parte recurrida en el Recurso 287 ¨Juan Kassar v. Secretario General de la OEA¨, presentó a la consideración del LVI período de sesiones del Tribunal Administrativo de la OEA, una tercera declaración jurada de la funcionaria Beverly Wharton Lake, Jefa de la Biblioteca Colón, y la tercera declaración jurada de la señora Stella Villagrán, funcionaria de la Biblioteca Colón, ambas de fecha 10 de abril de 2008; y

TENIENDO EN CUENTA:

Que de conformidad con el Artículo 26 (e) del Reglamento del Tribunal de la OEA ¨No serán admitidas por el Tribunal las pruebas que ofrezcan las partes con posterioridad al escrito inicial de interposición del recurso o al de respuesta al mismo, salvo que se trate de pruebas sobrevivientes, o que se obtenga el consentimiento de la contraparte, sin perjuicio de las facultades del Tribunal para recabar pruebas que estime necesarias para el mejor esclarecimiento de los hechos¨; y

Que el Artículo 39(6) del Reglamento del Tribunal Administrativo de la OEA establece que ¨ El Presidente del Tribunal tendrá las más amplia facultad en la dirección del debate¨; 

RESUELVE:

Declarar inadmisible la tercera declaración jurada presentada por la Secretaría General de las funcionarias Beverly Wharton Lake y Stella Villagrán por considerarlas extemporáneas e improcedentes.

Cúmplase,
Juez Alma Montenegro de Fletcher

Presidenta

Reinaldo Rodríguez Gallad

Secretario del Tribunal

Panamá, República de Panamá, 10 de abril de 2008                
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Resolución 361

María Beatriz Galvis (Recurso 288), María Paula Luna (Recurso 289), José Bustillos (Recurso 290).

EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE LA ORGANIZACION DE LOS ESTADOS AMERICANOS,

Integrado por la Juez Alma Montenegro de Fletcher, Presidenta; Juez Albert Matthew; Juez Andre M. Surena y Juez Héctor Enrique Arce Zaconeta;
Tiene a la vista para resolver, los expedientes que corresponden a los Recursos interpuestos por los recurrentes arriba señalados en contra el Secretario General de la Organización de los Estados Americanos.

Los recurrentes estuvieron representados por el abogado Samuel McTyre, y el Secretario General por los Señores Louis G. Ferrand, William Berenson, Michael Sullivan, Rubén Farje,  Rubén Rudolph y la Señora Lorena Pérez, todos abogados del Departamento de Asesoría Legal de la Organización.
RESULTA:

1. Que los recurrentes, Sra. María Beatriz Galvis, especialista en fortalecimiento institucional, Sra. María Paula Luna, especialista en reducción de demanda, ambas funcionarias de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD); y el Sr. José Bustillos, técnico bibliotecario de la Biblioteca Colón, procuraron por la vía administrativa la reclasificación de sus cargos considerando que el grado que ocupaban era inferior al que realmente les correspondía de conformidad con las funciones que desempeñaban. 

Agotada la vía administrativa sin que tuviera éxito su pretensión, interpusieron sus recursos en mayo de 2008, solicitando al Tribunal Administrativo lo siguiente:

· Que ordenase la realización de una auditoría para la clasificación de sus cargos por un auditor externo calificado;

· Que las partes estuviesen obligadas a acatar el resultado;

· Que la reclasificación, en caso de que fuese recomendada,  se hiciese efectiva a partir de julio 2006 (Recursos 288 y 289) y junio 2006 (Recurso 290) con los correspondientes intereses y contribuciones a los fondos de beneficios;

· Que ordenase a la parte recurrida el pago de los costos, incluyendo los honorarios legales, en los que incurrieren con motivo de la interposición de sus recursos; y

· Que ordenase cualquier otra medida que los Miembros del Tribunal estimasen conveniente.

2. Que el 18 de junio de 2008 el Secretario General presentó su respuesta a los Recursos 288 y 289, y el 23 de junio respondió al Recurso 290. En sus respectivas respuestas a los 3 recursos, el Secretario General se expresa en términos similares solicitando respetuosamente al Tribunal lo siguiente:

· Que ordenase la designación de un auditor externo calificado;

· Que rechazara todas las restantes peticiones y solicitudes formuladas por los recurrentes en sus escritos de demanda; y

· Que rechazara los recursos presentados con autoridad de cosa juzgada. 

3. Que el 24 de julio de 2008 la Presidenta del Tribunal Administrativo, Juez Alma Montenegro de Fletcher, ordenó el nombramiento de la auditora Micheline Mackin de Canadá, experta en clasificación de puestos, como perito auditor en los recursos señalados.

4. Que el 5 de agosto de 2008 la Presidenta del Tribunal Administrativo, Juez Alma Montenegro de Fletcher, fijó los días 18, 19 y 20 de agosto de 2008, para que la auditora designada entrevistase a los recurrentes y a sus respectivos supervisores.

5. Que el 11 de agosto de 2008, la Secretaría General proporcionó, previa petición de la auditora de fecha 3 de agosto de 2008 y bajo mandato de la Presidenta del Tribunal Administrativo de fecha 5 de agosto de 2008, los siguientes documentos para ser utilizados por la auditora como material de apoyo durante las auditorías de los 3 recursos:

· Descripción de puestos de 2004 de las Sras. María Beatriz Galvis y María Paula Luna;

· Descripción de puesto del Sr. José Bustillos anterior a la del 21 de julio de 2006;

· Organigrama de la Biblioteca Colón;

· Estándares de clasificación para Servicios Generales y para Profesionales;

· Descripciones de puestos de otras posiciones de “Especialistas” P1, P2 y P3 dentro de la CICAD; y

· Descripción de puesto de nivel G-6 en la Biblioteca Colón.

6. Que los días 18, 19 y 20 de agosto la Sra. Micheline Mackin acudió a la sede de la Secretaría General de la OEA y entrevistó a los siguientes funcionarios:

· Recurso 288: María Beatriz Galvis (Recurrente) y  Javier Sagredo (Supervisor)

· Recurso 289: María Paula Luna (Recurrente) y Anna Chisman (Supervisora)

· Recurso 290: José Bustillos (Recurrente) y Jean Craigwell (Supervisor)

7. Que el día 29 de agosto de 2008 la auditora remitió los informes de auditorias a la Secretaría del Tribunal Administrativo en los que concluye, en base al análisis de las funciones realizadas por los recurrentes y de las descripciones de sus cargos anteriores y vigentes; a la luz de las entrevistas efectuadas, y de conformidad con los estándares de clasificación que le fueron suministrados, que los cargos ocupados por los siguientes funcionarios debían ser nivelados en grados superiores a los que los llevaron a presentar sus recursos ante este Tribunal:

· María Beatriz Galvis (Recurso 288). Especialista en fortalecimiento institucional. El cargo sobre el que reclama debe pasar del nivel P-1 al nivel P-2.

· María Paula Luna (Recurso 289). Especialista en reducción de demanda. El cargo sobre el que reclama debe pasar del nivel P-1 al nivel P-2.

Asimismo, de acuerdo con los resultados de la auditoria, el siguiente recurrente debería conservar el nivel de clasificación que lo llevó a presentar su recurso ante este Tribunal:

· José Bustillos (Recurso 290). Técnico bibliotecario- Nivel G-5.

8. Que en fecha 4 de septiembre de 2008, la Secretaría del Tribunal trasladó a los recurrentes los informes de auditorias de sus cargos elaborados por la Sra. Micheline Mackin, y se estableció un plazo de 10 días para que cada parte presentara sus observaciones al contenido de su informe.

9. Que el 15 de septiembre de 2008 todos los recurrentes y el Secretario General presentaron observaciones a los informes de auditoria, destacando lo siguiente:

· Sobre los informes de auditorias de los Recursos 288 y 289, las Recurrentes manifiestan estar de acuerdo con las conclusiones de la auditora Micheline Mackin en cuanto al nivel de clasificación de sus cargos. No obstante, las recurrentes observan que la reclasificación debería aplicarse con retroactividad desde agosto 2006 (para María Beatriz Galvis) y Julio 2006 (para María Paula Luna), fechas en que solicitaron la reclasificación de sus cargos por primera vez. Por su parte, el Recurrido manifiesta guardar conformidad con los resultados arribados por la auditora, señalando sin embargo que las Recurrentes Galvis y Luna no presentaron solicitudes de reclasificación completas y precisas sino hasta el 18 de agosto de 2007 y que si el Tribunal decide confirmar los resultados de la auditoria de ambas recurrentes, la fecha de entrada en vigor de la reclasificación de los puestos que estas ocupan debe ser el 1 de enero de 2008 por ser esta la fecha en la que entran en vigor todas las demás reclasificaciones ordenadas por el Secretario General de conformidad con las auditorias realizadas en el otoño de 2007. 

· Sobre el informe de auditoria del Recurso 290, el Recurrente observa una discrepancia respecto a los puntos otorgados en la evaluación de los Factores 4, 5, 8 y 10 referentes a mejorar la calidad y prevenir errores, daños y accidentes; coordinación, control o supervisión de otros funcionarios; capacitación y sesiones informativas a otros funcionarios; y mantenimiento de capacitación especializada para el trabajo y certificación, respectivamente. La parte Recurrida señala por su lado que en vista de que el nivel G-5 del puesto ocupado por el Recurrente quedó confirmado en la última auditoría, es evidente que el Recurrente no ha sufrido ningún daño que amerite un desagravio y por lo tanto, la totalidad de su Recurso debe ser desestimado. 
10. Que vistas las objeciones formuladas al contenido del informe de auditoría correspondiente al Recurso 290, la Secretaría del Tribunal, el 16 de septiembre de 2008, transmitió a la Sra. Micheline Mackin copia de las observaciones presentadas por el apoderado del Sr. José Bustillos a fin de que efectuase las aclaratorias o correcciones que estimase necesarias.

11. Que el 25 de septiembre de 2008, la auditora Micheline Mackin remitió a la Secretaría del Tribunal su respuesta a las observaciones del apoderado del Sr. Bustillos justificando sus razones para las puntuaciones otorgadas en los factores 4, 5, 8 y 10 de la evaluación del cargo, y ratificando la evaluación original que considera que el grado de nivel G-05 es el adecuado para el puesto del recurrente. La Secretaría del Tribunal trasladó a este escrito a las partes interesadas el 26 de septiembre de 2008.
Visto lo anterior, el Tribunal Administrativo de la Organización de los Estados Americanos entra a 
CONSIDERAR:

I. Que el Tribunal ha actuado conforme al artículo 7.4 del Estatuto del Tribunal Administrativo, que establece:
“Tratándose de disputas referentes al nivel de clasificación de un puesto, el Presidente del Tribunal, si así lo solicitan las partes, solicitará una auditoria del puesto en cuestión, a cargo de un calificado experto independiente en clasificación de puestos de trabajo por él seleccionado, y si no existen pruebas claras y convincentes de venalidad o inconducta de parte del experto en clasificación, el Tribunal deberá confirmar los resultados de la auditoria como definitivos y obligatorios para las partes.” 
II. Que teniendo en cuenta la aceptación de las partes en someter su controversia relativa a la clasificación de los puestos de los Recurrentes a cargo de un perito independiente, cabe señalar que, conforme a las normas aplicables, al recibir los informes de auditoría por parte del experto designado el Tribunal debe limitarse a establecer si este ha actuado bajo los parámetros señalados en el artículo 21 del Reglamento, es decir si no han existido pruebas claras y convincentes de venalidad, inconducta u otro error de fondo que ameriten la revocación del dictamen del experto. En ninguna de las 3 auditorías realizadas por la Sra. Micheline Mackin se han producido pruebas claras y convincentes de venalidad, inconducta u otro error de fondo y, en consecuencia, no existe razón suficiente por la que este Tribunal pueda desechar la opinión de la experta sobre el nivel de clasificación que ha otorgado a los cargos de los recurrentes.

III. Que en lo que respecta a las objeciones formuladas por el apoderado del Sr. José Bustillos, este Tribunal no se encuentra en condiciones de cuestionar la idoneidad de las puntuaciones asignadas a los factores 4, 5, 8 y 10 en la evaluación del cargo del recurrente, toda vez que  este órgano carece de la experiencia técnica suficiente que le permita sustituir las conclusiones de la auditora por sus propios juicios.
III.  Que la actividad procesal del auditor es autónoma pero incompleta por falta de ejecutoriedad hasta el momento de su confirmación, por eso mismo se ha desarrollado al lado de la actividad del Tribunal y bajo la vigilancia de este Órgano. En virtud de ello, el Tribunal Administrativo de la Organización de Estados Americanos, teniendo en cuenta las consideraciones de hecho y de derecho que se registran en los párrafos precedentes,
RESUELVE:

1. Homologar y declarar como definitivo y obligatorio para las partes los resultados de las auditorias entregados por la Sra. Micheline Mackin el 29 de agosto de 2008 que concluyeron en declarar que los cargos ocupados por las recurrentes María Beatriz Galvis (Recurso 288), y María Paula Luna (Recurso 289) están incorrectamente clasificados y deben quedar clasificados de la siguiente manera:

· María Beatriz Galvis (Recurso 288). Especialista en fortalecimiento institucional. El cargo sobre el que reclama debe pasar del nivel P-1 al nivel P-2.

· María Paula Luna (Recurso 289). Especialista en reducción de demanda. El cargo sobre el que reclama debe pasar del nivel P-1 al nivel P-2.
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2. Establecer que el nivel que el auditor recomienda para cada uno de los recurrentes que fueron ascendidos tiene efecto retroactivo y, a tal efecto, el Tribunal se acoge al criterio utilizado en su Sentencia 47 para indicar que la nueva clasificación de los cargos surtirá efectos a partir de la fecha en que ambas recurrentes iniciaron el procedimiento de audiencia con el Secretario General conforme a la Regla 112.1 del Reglamento de Personal. Por lo tanto, la Secretaría General deberá, dentro de un plazo no mayor de 60 días a la fecha de esta Resolución, pagar a las Sras. María Beatriz Galvis y María Paula Luna los ajustes salariales, subsidios por funciones especiales y demás beneficios que les correspondan en virtud de la reclasificación de sus cargos desde el 31 de diciembre de 2007.

3. Confirmar que el cargo ocupado por el recurrente José Bustillos (Recurso 290) debe conservar el nivel de clasificación actual, a saber: Técnico bibliotecario. Nivel G-5.

4. Fijar la suma de tres mil dólares (US$3.000) como monto de honorarios de abogado que deberá pagar la Secretaría General a cada una de las recurrentes cuyos cargos resultaron reclasificados, dentro de un plazo no mayor de 60 días a la fecha de esta Resolución.

Notifíquese.

Juez Alma Montenegro de Fletcher

Presidenta

      Andre Surena                                                                                                Albert Matthew   
                Héctor E. Arce Zaconeta                                                                                 Reinaldo Rodríguez Gallad
 








Secretario
               Washington D.C., 24 de octubre de 2008
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�.  	Actas y Documentos, Volumen II, p. 12.


2.    Actas y documentos, Volumen I, p.40. 


�.   	Además de la disposición transitoria, el Consejo Permanente aprobó los procedimientos  para la elección de los primeros miembros del Tribunal Administrativo de la OEA (CP/doc. 137/71).


�.   	Artículo II, numeral 1 del Estatuto del Tribunal.


�.   	Artículo II, numeral 4 del Estatuto del Tribunal Administrativo de la OEA.


�.  	Artículo I del Estatuto del Tribunal Administrativo de la OEA.


8.     La Asamblea General, mediante las resoluciones AG/RES. 331 (VIII-O/78); AG/RES. 1452 (XXVII-           


       O/97); AG/RES. 1586 (XXVIII-O/98); AG/RES. 1669 (XXIX-O/99) y AG/RES. 1839 (XXXI-O/01),   


       estableció lineamientos específicos para la preparación del informe anual de los órganos, organismos y 


       entidades de la Organización. 
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